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CASO 10.916

PUBLICACIÓN
JAMES ZAPATA VALENCIA Y JOSE HERIBERTO RAMÍREZ LLANOS

COLOMBIA

21 de julio 2011
I. RESUMEN

1. El 16 de julio de 1991 la Comisión Colombiana de Juristas (en adelante "los peticionarios"), presentó una petición contra la República de Colombia (en adelante "el Estado", "el Estado colombiano" o "Colombia") ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión" o “la CIDH”) por la “desaparición forzada” de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos
 (en adelante "las víctimas" o “las víctimas ejecutadas”).

2. Los peticionarios alegaron que James Zapata y José Heriberto Ramírez, ex miembros del Movimiento 19 de Abril (en adelante “M-19”), fueron detenidos y desaparecidos el 22 de marzo de 1988 por individuos que se habrían identificado como miembros del grupo de inteligencia F-2 de la Policía Nacional colombiana.  Señalaron que las víctimas aparecieron sin vida y con signos de tortura y que el proceso destinado a juzgar a los responsables no habría sido eficaz.  Por su parte, el Estado alegó que no se habían agotado los recursos internos y, en cuanto a las consideraciones sobre el fondo, sostuvo que no se había probado la participación de agentes estatales en las violaciones alegadas.
3. El 27 de septiembre de 1999, la Comisión Interamericana aprobó el Informe de Admisibilidad No. 100/99 en el que consideró que las alegaciones de los peticionarios, de resultar probadas, podrían caracterizar una violación de derechos garantizados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”).  En el Informe No. 100/99, la Comisión concluyó que era competente para examinar el caso y que éste satisfacía los requisitos establecidos en el artículo 47 de la Convención.   Asimismo, la CIDH decidió postergar su decisión sobre la cuestión del cumplimiento con los requisitos del artículo 46 hasta el momento de pronunciarse sobre la presunta violación de los artículos 8 y 25, junto con el fondo del asunto.

4. En sus observaciones sobre el fondo, los peticionarios alegaron que el Estado colombiano no brindó a las víctimas las condiciones de seguridad y protección necesarias para que pudieran reincorporarse a la vida civil en condiciones de igualdad y respeto, tras acogerse a una amnistía ofrecida por el Estado.  Señalaron que tanto el acta del levantamiento de los cadáveres como la necropsia realizada demostrarían que el Estado no tomó el debido cuidado en la recolección de evidencia y que las averiguaciones penales iniciales se realizaron por el impulso de los familiares de las víctimas ejecutadas.  Adicionalmente, alegaron que a pesar de que existirían indicios sobre la participación de agentes estatales, las autoridades no actuaron con diligencia y los hechos continúan en la impunidad.
5. El Estado alegó  que la detención y muerte de las víctimas habían sido perpetradas por terceros.  Agregó que el acceso a los mecanismos judiciales por parte de los familiares de las víctimas había sido evidente y que el transcurso del tiempo sin que se hubiese llegado a una decisión definitiva dentro del proceso penal no podía ser considerado como una violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Asimismo, el Estado rechazó la presunción realizada por los peticionarios de que los hechos habrían sido perpetrados en virtud de una vinculación y posterior desmovilización del M-19.
6. En el presente Informe, la CIDH concluye que es competente para examinar el caso de conformidad con el artículo 46.2 de la Convención, con base en las consideraciones sobre la violación de los artículos 8 y 25 que constan en el análisis de derecho.  Asimismo, la Comisión concluye que el Estado violó en perjuicio de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el derecho a la libertad personal, consagrados en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en concordancia con la obligación general de respeto y garantía del artículo 1.1 de la Convención.  Igualmente, concluye que el Estado violó los derechos del niño, establecidos en el artículo 19 de la Convención, de José Heriberto Ramírez Llanos, quien tenía 16 años para el momento de los hechos.  Finalmente, la CIDH concluye que el Estado es responsable de la violación del derecho a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención en perjuicio de los familiares de las víctimas y en relación con las disposiciones del artículo 1.1 del citado instrumento internacional.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN POSTERIOR AL INFORME DE ADMISIBILIDAD

7. El 27 de septiembre de 1999, la Comisión aprobó el Informe de Admisibilidad No. 100/99.  El Informe fue remitido a las partes mediante comunicación de 12 de octubre de 1999.  Mediante esta comunicación, la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, conforme al artículo 48.1 (f) de la Convención, y otorgó el plazo de un mes a las partes para que se pronunciaran al respecto.
8. El Estado solicitó la concesión de una prórroga mediante comunicación de 10 de noviembre de 1999, la cual fue concedida por la CIDH hasta el 17 de diciembre de 1999. Los peticionarios presentaron una propuesta de solución amistosa mediante comunicación de 15 de diciembre de 1999, la cual fue trasladada al Estado el 20 de diciembre siguiente.  El 21 de diciembre de 1999 la Comisión recibió las observaciones del Estado, las cuales fueron trasladadas el 22 diciembre del mismo año.  El 27 de enero de 2000 el Estado envió una comunicación a la CIDH.
9. Los peticionarios solicitaron una prórroga el 1 de febrero de 2000, la cual fue concedida ese mismo día.  Igualmente, el 1 de febrero de 2000 la CIDH acusó recibo de la comunicación del Estado de fecha 27 de enero de 2000.  El 14 de abril de 2000, los peticionarios presentaron observaciones al escrito presentado por el Estado el 21 de diciembre de 1999, las cuales fueron trasladadas al Estado mediante comunicación de 4 de mayo de 2010.

10. El 5 y 7 de febrero de 2002 la CIDH convocó al Estado y a los peticionarios a una audiencia en el marco del 114º período ordinario de sesiones de la CIDH, a celebrarse el 6 de marzo de 2002, con la finalidad de recibir el testimonio de la señora Mariscela Valencia, madre de James Zapata Valencia.  El 18 de julio de 2002 la CIDH envió al Estado y a los peticionarios una copia de la transcripción del testimonio y solicitó a los peticionarios que presentaran sus observaciones finales sobre el fondo en el plazo de 2 meses.  

11. La Comisión recibió de los representantes las observaciones adicionales sobre el fondo el 26 de marzo de 2009, las cuales fueron transmitidas al Estado el 16 de abril de 2009, conforme al artículo 38.1 del Reglamento de la CIDH.  El Estado colombiano solicitó dos prórrogas (17 de junio y 22 de julio de 2009) para la presentación de sus observaciones, las cuales fueron concedidas por la CIDH.

12. El 2 de septiembre de 2009 el Estado envió una comunicación a la CIDH.  Asimismo, el Estado presentó sus observaciones adicionales sobre el fondo el 19 de agosto de 2009 y sus anexos el 11 de septiembre siguiente.  La Comisión trasladó ambas comunicaciones a los peticionarios el 24 de septiembre de 2009, con el plazo de un mes para presentar observaciones.  
13. El 26 de septiembre de 2009 la Comisión solicitó al Estado una copia de las piezas procesales principales del proceso penal iniciado a raíz de la muerte de los señores James Zapata y José Heriberto Ramírez y del procedimiento disciplinario ante la Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Policía Administrativa. El Estado solicitó la concesión de una prórroga el 26 de octubre de 2009, la cual fue concedida por la CIDH el 29 de octubre siguiente.  
14. Los peticionarios solicitaron la realización de una audiencia durante el 137º periodo ordinario de sesiones de la CIDH, la cual fue rechazada mediante comunicación de 23 de octubre de 2009.  

15. El Estado, mediante comunicación de 30 de noviembre de 2009, informó a la Comisión que resultaba improcedente la remisión de las copias del expediente penal solicitado por la CIDH, con base en la reserva sumarial que pesaba en las diligencias.  La Comisión trasladó esta comunicación a los peticionarios el 7 de diciembre de 2009.  Por otra parte, el 3 de diciembre de 2009 la Comisión recibió una copia de la actuación disciplinaria, la cual fue trasladada a los peticionarios para su conocimiento el 6 de enero de 2010.  El 3 de junio de 2010, el Estado presentó una comunicación que fue trasladada para conocimiento de los peticionarios el 9 de junio de 2010.

16. En fechas 21 y 30 de septiembre de 2010, los representantes presentaron información sobre los familiares de las víctimas ejecutadas.  Dicha información fue transmitida al Estado para su conocimiento el 29 de septiembre y el 12 de octubre de 2010, respectivamente.
II. POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
1. Alegatos de hechos

17. Los peticionarios indicaron que los señores James Zapata Valencia, de 35 años de edad, y Heriberto Ramírez Llanos, de 16 años de edad, se acogieron a la amnistía ofrecida con base en la Ley 35 de 1982 (que decretaba una amnistía y dictaba normas tendientes al restablecimiento y preservación de la paz) ya que habían pertenecido al grupo guerrillero M-19.  Alegaron que después de ser indultados en 1985, ambos trabajaron como activistas políticos de un comité cívico popular en Manizales y cuidaban una de sus sedes de noche.  Señalaron que a pesar de su desvinculación del M-19, las víctimas y sus familias fueron constantemente perseguidos por agentes del Estado.    

18. En este sentido indicaron que en 1985 James Zapata fue detenido en dos ocasiones.  La primera detención habría sido realizada por miembros del F-2
 de la Policía Nacional.  La señora Mariscela Valencia, madre de James Zapata, habría tenido conocimiento inmediato de la misma y se habría dirigido a las dependencias de la F-2 de la Policía, del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y al Batallón Ayacucho del Ejército.  Señalaron que todas las autoridades negaron tener en su poder a James Zapata y la señora Valencia acudió a una emisora local para denunciar la situación de su hijo.  Indicaron que como consecuencia de esta denuncia, el Capitán Director de la F-2 de Manizales le informó que su hijo había sido trasladado al Batallón Ayacucho del Ejército y que lo iban a liberar.  Los peticionarios agregaron que horas después James Zapata habría sido liberado, aunque agentes de la F-2 continuaron persiguiéndolo y éste debió esconderse por unos días.  

19. La segunda detención habría sido tres meses después por parte de miembros del F-2 de la Policía Nacional y del Ejército y en esa ocasión, nuevamente, habría sido liberado ante los esfuerzos de su madre.  Los peticionarios señalaron que, como consecuencia de las dos detenciones, la familia de James Zapata decidió que éste se trasladara a otra ciudad.  Indicaron que durante las diligencias para su traslado, la señora Valencia, uno de los hermanos de James Zapata y otra persona fueron detenidos por el Ejército Nacional, junto con una colaboradora de la Policía.  Señalaron que, además, en 1985 dos hermanos de James Valencia, Rosse Alixon Alzate Valencia y Never Otoniel Alzate Valencia, fueron detenidos también
.  Los peticionarios agregaron que el 26 de agosto de 1986, James Zapata declaró ante la Procuraduría Seccional de Honda (Tolima), que miembros de la F-2 de la Policía le habían decomisado sus documentos de identidad.  

20. Respecto de José Heriberto Ramírez, los peticionarios indicaron que aproximadamente en el mes de septiembre de 1987, seis meses antes de su muerte, miembros del Ejército Nacional detuvieron a José Heriberto Ramírez, sacándolo de su vivienda y llevándolo a un batallón militar donde permaneció un día y una noche.  Indicaron que éste fue finalmente liberado al no encontrar fundamento alguno para su detención.

21. Los peticionarios señalaron que en 1988 James Zapata y José Heriberto Ramírez trabajaban como activistas y celadores en el Comité Cívico Popular liderado por Fernando Gómez Chica (candidato para la alcaldía) y Domingo Roncancio Jiménez (dirigente) (en adelante “el Comité”).  Indicaron que su vinculación con el Comité habría generado llamadas telefónicas alertando sobre la presencia de personas del M-19 en el mismo, así como presencia de miembros del F-2 de la Policía que habrían ofrecido protección a sus dirigentes. 
22.  Indicaron que el 22 de marzo de 1988, James Zapata y José Heriberto Ramírez se encontraban trabajando en la sede del Comité.  Sin embargo, aproximadamente a las 12:30 p.m., ambos se encontraban almorzando en el restaurante “la Vasconia”, en el sector de la Galería de la ciudad de Manizales (Caldas) y en las inmediaciones del Comité, cuando fueron detenidos ilegalmente por dos hombres vestidos de civil, quienes se identificaron como agentes del F-2 de la Policía.  Agregaron que fuera del establecimiento se encontraban otros dos agentes del F-2 de la Policía y que esa fue la última vez que se vio con vida a las víctimas ejecutadas.

23. Los peticionarios establecieron que el 23 de marzo de 1988, campesinos encontraron dos cadáveres sin documentos de identificación, amarrados a plantas y con signos de tortura en la Finca “Taparcal”, ubicada en el Municipio de Palestina (Caldas).  El Secretario del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal, el Inspector de la Policía y agentes de la Policía realizaron el levantamiento de los cadáveres que presentaban lesiones causadas por armas de fuego que les habrían ocasionado la muerte, así como otras heridas y laceraciones.  Los peticionarios alegaron que se omitió toda actividad de reconocimiento de los elementos de la escena del crimen, que los cadáveres fueron registrados como no identificados (N.N) y que fueron enterrados el mismo 23 de marzo de 1988.

24. Señalaron que el 25 de marzo de 1988 el periódico local “La Patria” publicó fotografías de los cadáveres que habrían sido encontrados con huellas de tortura en el Municipio de Palestina el 23 de marzo de 1988.  La madre de James Zapata y algunos de sus hermanos, así como Herminia Londoño Llanos, hermana de José Heriberto Ramírez Llanos, habrían reconocido a las víctimas.  Sin embargo, al acudir a las autoridades habrían sido informados que estos ya habían sido inhumados por lo que el reconocimiento consistió en relacionar algunos rasgos físicos con las ropas que vestían ambos cadáveres.

25. Los peticionarios manifestaron que días después de la ejecución extrajudicial de las víctimas, los familiares de James Zapata habrían continuado siendo perseguidos por agentes estatales, a través de amenazas y hostigamientos. Asimismo, indicaron que entre marzo y abril de 1992 los cuerpos de las víctimas habrían sido trasladados del cementerio municipal de Palestina (Caldas) a la ciudad de Manizales (Caldas), sin la participación de los familiares.  Señalaron que en esa oportunidad también se omitió la realización de diligencias técnicas para la plena identificación de los cuerpos.

a. Proceso judicial

26.   Los peticionarios señalaron que el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas) solicitó el 26 de marzo de 1988 la designación de un juez para iniciar la instrucción del sumario por el homicidio de dos personas sin identificar.
27. El 4 y 5 de abril de 1988 el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina habría recibido las declaraciones de las señoras Herminia Londoño Llanos y Mariscela Valencia, acerca de la última vez que ambas tuvieron información de sus familiares desaparecidos.  Durante la diligencia se les habría mostrado los objetos encontrados en los cadáveres sin identificar, los cuales habrían sido reconocidos como pertenecientes a James Zapata y José Heriberto Ramírez.

28. El 8 de abril de 1988, Mariscela Valencia y Luis Alberto Cardona Mejía, Presidente del Comité de Derechos Humanos de Caldas, habrían interpuesto una queja por la desaparición forzada y posterior homicidio de James Zapata y José Heriberto Ramírez ante la Personería Municipal de Chinchiná (Caldas).  Al día siguiente, el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal del municipio de Chinchiná habría avocado conocimiento de la averiguación. 
29. Los peticionarios señalaron que la investigación se trasladó al Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales y que durante el mes de junio de 1988 se recibieron los testimonios de: 1) Fredy Zapata Valencia, hermano de James Zapata, quien habría dado datos de un testigo de la detención ilegal de las víctimas que estaría en capacidad de reconocer a uno de los agentes que habría participado en los hechos; 2) Domingo Roncancio Jiménez, quien habría declarado acerca de la actividad política que desarrollaba James Zapata y de su condición de amnistiado del M-19; y 3) Juan Jairo Muñoz Cuervo, quien habría señalado que la última vez que vio a las víctimas fue el 22 de marzo de 1988, en el sector La Galería en Manizales, acompañados por cuatro personas cuyas características habría descrito.  Este testigo habría agregado que James Zapata le habría comentado acerca de un hombre del F-2 de Manizales que “le tenía montada” una persecución.

30. El 8 de junio de 1988 Herminia Londoño, Mariscela Valencia y Alberto Cardona habrían ratificado su queja ante la Personería Municipal de Chinchiná (Caldas).  El 23 de junio siguiente, el proceso habría sido enviado a la Unidad de Indagación Preliminar de Medellín (Antioquia) y el 28 de junio de 1988, un testigo presencial de los hechos habría rendido testimonio ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Medellín.  

31. Los peticionarios señalaron que el 1 de marzo de 1991, la investigación habría sido remitida a la Dirección Seccional de Orden Público de Medellín (Antioquia) y el 19 de febrero de 1992, el Juzgado de Orden Público de Medellín habría ordenado la práctica de pruebas.  Sostuvieron que los días 5, 6, 7 y 9 de marzo de 1992, el Juzgado habría recibido los testimonios de Herminia Londoño Llanos, Mariscela Valencia y de dos testigos con reserva de identidad.  Estos dos testigos habrían identificado en una serie de fotografías a cinco agentes del Estado que en marzo de 1988 pertenecían al F-2 de la Policía de Manizales.  Señalaron que a pesar de que la señora Mariscela Valencia realizó una descripción detallada de un agente del F-2 que habría perseguido a su hijo, nunca fue llamada a realizar identificación alguna.
32. Los peticionarios indicaron que el 14 de marzo de 1992, el Juzgado de Orden Público de Medellín ordenó la apertura de la investigación penal y en consecuencia, ordenó la vinculación como presuntos responsables del homicidio a los cinco agentes reconocidos por los testigos, de los cuales se capturó a tres.  Los días 30 y 31 de marzo y 1 de abril de 1992, los tres agentes capturados habrían rendido declaración indagatoria, negando su participación en los hechos, indicando que no conocían a las víctimas, ni el restaurante de donde fueron sacados, ni la actividad militar y política del grupo armado M-19.  El 3 de abril siguiente, el Juzgado se habría abstenido de dictar medida de aseguramiento en contra de los tres agentes y habría ordenado la libertad de los capturados.  Posteriormente, el Juzgado habría ordenado la práctica de pruebas orientadas a establecer si los agentes capturados y liberados se encontraban adscritos al grupo de inteligencia de la Policía del Frente Subversivo.

33. Los peticionarios manifestaron que el 22 de enero de 1993 la Fiscalía Regional de Medellín comisionó al DAS para que practicara nuevas pruebas y el 7 de octubre de 1993 ordenó la preclusión de la investigación y el traslado a la Procuraduría General de la Nación para el concepto correspondiente.  El 5 de septiembre de 1994 la Fiscalía Regional de Medellín habría decidido retrotraer el proceso a la etapa de indagación previa, desvinculando a quienes ya habían sido escuchados en indagatoria con base en los aportes realizados por los familiares de las víctimas y los testigos presenciales.  En enero de 1997 el proceso habría pasado a la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación para continuar la etapa preliminar.

b. Proceso disciplinario

34. Los peticionarios señalaron que la Procuraduría General de la Nación advirtió en dos ocasiones la inexistencia de investigaciones por los hechos referidos: el 24 de enero de 1991 y el 28 de noviembre de 1991.  El 4 de septiembre de 1992 la Procuraduría General de la Nación habría declarado abierta la averiguación disciplinaria contra los cinco miembros de la Policía nacional pertenecientes a la SIJIN (Policía Judicial colombiana) del Departamento de Caldas, que habrían sido vinculados a la investigación penal.  Ese mismo día, les habría formulado pliego de cargos por: a) aprehender o capturar ilegalmente a James Zapata y José Heriberto Ramírez; b) no poner a ordenes de autoridad competente ni conducir a un establecimiento carcelario u oficial destinado a tal fin a las personas privadas de libertad; c) no dar la debida protección a las personas capturadas; d) no informar a los superiores u otra autoridad, ni rendir informe de captura realizado.  
35. Los peticionarios alegaron que en la investigación disciplinaria se realizaron las presentaciones de descargo de los vinculados disciplinariamente, pero no se ordenó la realización de alguna prueba tendiente a profundizar la investigación.  Así, el 9 de agosto de 1993 la Procuraduría habría ordenado el archivo de la investigación, teniendo en cuenta la prescripción de la acción disciplinaria en aplicación del artículo 12 de la Ley 25 de 1974.

c. Proceso contencioso-administrativo

36. Los peticionarios indicaron que el 11 de octubre de 1993 la señora Mariscela Valencia interpuso una demanda por la responsabilidad del Estado en la desaparición y posterior ejecución extrajudicial de su hijo y, para el reconocimiento y pago de la indemnización correspondiente a los perjuicios morales y materiales causados.  El 9 de diciembre de 1993 el Tribunal Administrativo de Caldas habría rechazado la demanda por considerar que la acción había caducado, al haber transcurrido dos años sin haber presentado la demanda administrativa.  Indicaron que se impugnó la decisión, y el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, habría resuelto, mediante providencia de 14 de abril de 1994, confirmar el criterio de caducidad de la acción incoada.

2. Alegatos de derecho

37. Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable de la violación a la vida (artículo 4 de la Convención), a la integridad personal (artículo 5 de la Convención), a la libertad personal (artículo 7 de la Convención) y a las garantías y a la protección judiciales (artículos 8.1 y 25 de la Convención), en relación a su obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en la Convención (artículo 1.1 de la Convención), en perjuicio de James Zapata y José Heriberto Ramírez.  Respecto de los familiares de James Zapata y José Heriberto Ramírez, los peticionarios alegaron que el Estado es responsable de la violación de los derechos a la integridad personal y a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 5, 8 y 25 de la Convención) en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento.
38. Sostuvieron que el Estado no brindó a las víctimas ejecutadas las condiciones de seguridad y protección necesarias para que pudieran reincorporarse a la vida civil en condiciones de igualdad y respeto, luego de haberse acogido a la amnistía.  Los peticionarios alegaron que el Estado no ha objetado que con anterioridad a su desaparición James Zapata y José Heriberto Ramírez fueran detenidos arbitrariamente en varias ocasiones, sin que hubiera mediado orden judicial y sin que hubieran sido puestos a disposición de un juez y que durante estas detenciones arbitrarias fueron despojados de sus documentos de identidad sin motivo razonable.  Agregaron que ninguna de estas conductas fue investigada por las autoridades, a pesar de habérsele puesto en conocimiento y que, en consecuencia, la persecución, hostigamiento y amenaza persistió, obligando a las víctimas a esconderse para evitar nuevos abusos, y se extendió a sus grupos familiares.  
39. Los peticionarios sostuvieron que la forma en la que se llevó a cabo la detención,  desaparición y ejecución de las víctimas correspondería al patrón de comportamiento de organismos de seguridad del Estado que habría sido denunciado por distintos medios de comunicación
 y por la propia CIDH
 en la época.  Alegaron que, aunque la vinculación de los miembros de la Policía Nacional que habrían sido reconocidos por los testigos no condujo a que las investigaciones se profundizaran y se produjera una decisión judicial, se podría concluir razonablemente que el conjunto de circunstancias antecedentes y subsiguientes a los hechos, indicarían que agentes del Estado habrían participado directamente en las violaciones alegadas en el caso. 
40. Los peticionarios agregaron que el ambiente de hostilidad y desprotección en que se encontrarían las víctimas y sus familias habría facilitado y alentado la ejecución de las violaciones de este caso, las cuales se encontrarían en la impunidad.  En el presente caso las acciones judiciales emprendidas por los familiares de las víctimas, e incluso por James Zapata en los meses anteriores a su ejecución, habrían resultado ineficaces para conseguir la protección y garantías conforme a la obligación general prevista en el artículo 1.1 de la Convención.  
41. Indicaron que la referencia cronológica de las diligencias practicadas en el proceso penal demostraría objetivamente la falta de seriedad y conducción apropiada de las investigaciones.  Esto con base en graves e inexplicables retardos en el impulso de los procesos y en la forma como se habría recaudado la prueba que habría estado alejada de las reglas de la debida diligencia necesarias para la determinación de los autores de los hechos.  Agregaron que las autoridades no hicieron esfuerzo alguno para ubicar a los familiares de las víctimas sino que los depositaron en una fosa del cementerio del municipio La Palestina como N.N.  En ese sentido, indicaron que si no hubiera sido por la insistencia de los familiares de las víctimas ejecutadas, el procedimiento seguido por las autoridades hubiera garantizado el ocultamiento definitivo de la muerte de James Zapata y José Heriberto Ramírez.
42. Asimismo, los peticionarios señalaron que las averiguaciones penales que se desarrollaron en 1988 se realizaron a través del impulso de los familiares de las víctimas.  Aunque  sostuvieron que con el traslado de la investigación a la Unidad de Indagación Preliminar de Medellín (Antioquia) el 23 de junio de 1988, las autoridades judiciales habrían suspendido su labor y habrían perdido la oportunidad de practicar pruebas que conducían al esclarecimiento de los hechos, como por ejemplo: la citación de testigos presenciales para el reconocimiento de los presuntos responsables y la identificación de sospechosos.  
43. Los peticionarios señalaron que en marzo de 1992, cuatro años después de ocurrida la desaparición forzada y posterior ejecución extrajudicial, el proceso penal se encontraba todavía en etapa de investigación.  Además, como consecuencia de la resolución del Tribunal de Orden Público de Medellín que ordenaba la libertad de los vinculados, el 5 de octubre de 1994, el proceso se habría retrotraído a la etapa preliminar de la investigación, etapa en la que los familiares de las víctimas no podían constituirse en parte civil.  Asimismo, a pesar de que desde 1997 las muertes de James Zapata y José Heriberto Ramírez serían investigadas por la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía con la finalidad de darle un mayor impulso, transcurridos más de 20 años, los hechos no se habrían investigado y no se habrían individualizado los responsables.

44. En relación con el procedimiento disciplinario, los peticionarios señalaron que si bien la señora Mariscela Valencia y Luis Alberto Cardona Mejía interpusieron y ratificaron una denuncia por los hechos ante la Personería Municipal de Chinchiná (Caldas), la Personería Municipal
 no la habría transmitido a la Procuraduría General de la Nación para iniciar la investigación disciplinaria.  Habría sido cuatro años después de ocurridos los hechos que se inició la averiguación disciplinaria, la cual se habría declarado prescrita un año después de iniciada.  Lo anterior a pesar de que ésta  podría haberse iniciado de oficio por la Procuraduría en 1991 cuando el Consejero Presidencial de Derechos Humanos y posteriormente, el Ministerio de Relaciones Exteriores, solicitaron a la Procuraduría información acerca de los procedimientos disciplinarios iniciados como consecuencia de los hechos denunciados.  Respecto del procedimiento contencioso-administrativo, los peticionarios alegaron que la acción de reparación directa habría sido desestimada por reglas del procedimiento, sin que se consideraran los argumentos sustantivos acerca de la responsabilidad del Estado en la detención ilegal, desaparición forzada y ejecución extrajudicial de las víctimas ejecutadas.
45. Los peticionarios alegaron que tanto las lesiones descritas en los informes de necropsia como las fotografías que se les mostraron a los familiares para el reconocimiento de las víctimas y, las circunstancias en las que ocurrieron los hechos, demostrarían la violación al derecho a la integridad personal de las víctimas. Agregaron que la intimidación y agresión que habría sido ejercida contra las víctimas se habría extendido a sus familiares, quienes habrían padecido la angustia, incertidumbre y sufrimiento de verse expuestos a la arbitrariedad de las autoridades que fueron creadas para garantizar su vida, honra y bienes.  
46. Sostuvieron que en el presente caso, el Estado no solamente habría sido incapaz de garantizar la vida de James Zapata y José Heriberto Ramírez, sino que sería responsable de la violación del derecho a la vida de las víctimas, a través de sus agentes, no sólo por la actuación de los mismos en los hechos, sino también por haber favorecido la impunidad, en incumplimiento del deber general de protección y garantía establecido en el artículo 1.1 de la Convención Americana.
47. Finalmente, los peticionarios alegaron que los mecanismos jurídicos internos a los cuales habrían acudido los familiares de las víctimas, no habrían tenido la capacidad de brindar la protección necesaria para impedir o hacer cesar las violaciones de las que fueron víctimas.  Alegaron que al momento de los hechos no existía un mecanismo judicial idóneo para obtener la búsqueda inmediata de una persona que se reputaba desaparecida.  Además de que se habría negado a James Zapata y José Heriberto Ramírez el acceso a mecanismos judiciales para garantizar su libertad y su vida.

B. Posición del Estado

48. El Estado alegó que las presuntas víctimas directas respecto de las cuales se debate el fondo del caso serían únicamente los señores James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos.  En ese sentido, respecto de la alegada persecución sufrida por James Zapata y José Heriberto Ramírez y sus familias con anterioridad al año 1986, sostuvo que las detenciones habrían sido realizadas como parte de una serie de acciones judiciales y policivas enmarcadas dentro del derecho que tiene todo Estado soberano de perseguir y combatir a los diversos actores armados ilegales.  Lo anterior puesto que únicamente a partir del 26 de agosto de 1986 se habrían iniciado oficialmente los diálogos y trámites encaminados a la desmovilización de James Zapata y José Heriberto Ramírez tras haber sido puestos en libertad por el Juzgado Penal Militar de Honda, Tolima.

49. En lo que se refiere a las presuntas irregularidades en la realización de las necropsias alegadas por los peticionarios, el Estado indicó que según el informe de Medicina Legal, en la época de los hechos existía poca organización por parte de las autoridades en el manejo de cadáveres no identificados pero existirían elementos de identificación como las prendas de vestir, cartas dentales y señales particulares, las cuales no cumplirían con las formalidades y normatividad exigidas en la actualidad, pero condujeron a la identificación de los cadáveres por parte de los familiares.  Además, señaló que James Zapata Valencia habría sido reconocido por la carta dental.

1. Proceso judicial
50. En relación con las investigaciones adelantadas en la jurisdicción interna, el Estado realizó un recuento de las distintas diligencias adelantas en el proceso penal que es congruente con la realizada por los peticionarios hasta el 5 de septiembre de 1994.  No obstante, respecto a la resolución de la Fiscalía Regional de Medellín de 5 de septiembre de 1994, que habría dispuesto la preclusión de la investigación penal a favor de los procesados, el Estado indicó que la Fiscalía habría establecido que a pesar de que, para la época de los hechos, dos de las personas señaladas pertenecían a la SIJIN del Departamento de Caldas, los indicios que se tuvieron como fundamento para su vinculación habrían adolecido de varios vicios legales y prácticos.  Lo anterior por cuanto las personas que habrían hecho el reconocimiento lo realizaron cuatro años después de los hechos sobre un álbum fotográfico que solamente incluía personal de la SIJIN.  El Estado agregó que en esa resolución, la Fiscalía habría indicado que mientras una de las personas que realizó el reconocimiento identificó a tres de los supuestos autores, la otra señaló a dos diferentes, por lo que no habría existido un común denominador del cual pudiera desprenderse un posible indicio de responsabilidad.  Además manifestó que esta decisión fue confirmada por el Tribunal Nacional de Orden Público.  

51. El Estado señaló que el 2 de febrero de 1996, la Fiscalía Regional Delegada de Medellín habría ordenado la reapertura de la investigación previa y la compulsa de copias a fin de individualizar responsables de los hechos investigados, comisionando a la Unidad Investigativa del DAS de Manizales para adelantar las diligencias respectivas por dos meses.  El Estado indicó que al final de su comisión, el DAS habría manifestado que no había sido posible la obtención de testimonios de importancia para la investigación.  Señaló que el 10 de enero de 1997 la Dirección Nacional de Fiscalías habría ordenado la reasignación de la investigación a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y que la Procuraduría General de la Nación habría constituido la Agencia Especial No. 4831 con el fin de esclarecer el presente caso.  

52. En relación con los antecedentes de detenciones ilegales sufridas por James Zapata con anterioridad a su muerte, el Estado sostuvo que la Unidad Nacional de Derechos Humanos habría practicado múltiples diligencias probatorias.  Éstas serían en el Departamento de Policía de Caldas, la SIJIN de Manizales, las Secciones de Inteligencia del Batallón Ayacucho de esa misma ciudad y del DAS con sede en Manizales y en compañía del Delegado de la Procuraduría General de la Nación, así como en los Despachos de los Juzgados 61 y 22 de Instrucción Penal Militar.  De dichas gestiones se habría podido precisar la existencia de dos órdenes de allanamiento al domicilio de Mariscela Valencia.

53. El Estado manifestó que el 3 de julio de 1997 se habría dispuesto la práctica de nuevas pruebas en las dependencias de la SIJIN de Manizales, en las que se habrían recabado hojas de vida y fotografías de algunos de los miembros de esta entidad para la época de los hechos.  Indicó que también se habría realizado una inspección judicial al archivo histórico de la Policía Nacional con el apoyo del Cuerpo Técnico de investigaciones (CTI).  Por otra parte, indicó que el 1 de septiembre de 1998 el Ministerio Público habría solicitado la suspensión de la investigación mas esto habría sido rechazado por el Despacho bajo la consideración de que todavía se encontraba pendiente la práctica de algunas pruebas.  Señaló que el 25 de marzo de 1999 se habría tomado declaración a quien se desempeñaba como Jefe de Inteligencia del Batallón Ayacucho, así como a la Juez 22 de Instrucción Penal Militar en esa fecha, sobre los allanamientos que fueron practicados en la vivienda de Mariscela Valencia.

54. El Estado indicó que el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses
 habría podido establecer, a través de la declaración de Mariscela Valencia, que los cuerpos de James Zapata y José Heriberto Ramírez habrían sido inhumados inicialmente el 25 de marzo de 1988 en el Cementerio Municipal de Palestina (Caldas), donde habrían permanecido por decisión de sus familiares hasta su reducción esquelética.  Señaló que los restos habrían sido entregados a sus familiares el 21 de marzo de 1992 y que el traslado de los cuerpos se habría realizado mediante permiso del Palacio Episcopal.

55. Alegó que el 26 de septiembre de 2000 y el 11 de febrero de 2002, se habría decretado la práctica de pruebas.  Señaló que el 7 de junio de 2006 se habría reasignado la investigación al Fiscal 17 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, el cual habría avocado conocimiento y ordenado la práctica de otras pruebas.  Manifestó que el 9 de octubre de 2007 se habría instado a la Comisión de Investigación para la realización de las pruebas ordenadas.  Indicó que el 11 de agosto de 2008 se habría comisionado a la Unidad Investigativa del CTI para que ubicara testigos y realizara la Inspección Judicial al Expediente No. 020-69808-1998 que adelantaría la Procuraduría General de la Nación en contra de miembros de la Policía Nacional.  El Estado informó que para el 30 de junio de 2009, no se habría constituido parte civil interviniente dentro del proceso penal.

2. Proceso disciplinario

56. El Estado indicó que la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de la Nación habría adelantado investigación disciplinaria por los hechos del caso, en contra de algunos miembros de la Policía Nacional, bajo el número de radicación 008-50818-2002 y el 9 de agosto de 1993 se habría declarado prescrita la acción disciplinaria.  Señaló que posteriormente, la Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Administrativa habría ordenado abrir una nueva investigación tendiente a establecer si habría habido negligencia por parte de algún funcionario en el trámite del proceso inicial.  Ésta habría sido archivada el 26 de abril de 1994 por no haberse encontrado responsabilidad disciplinaria con base en que los funcionarios que tuvieron a su cargo el proceso original habrían tenido únicamente un año para agotar las etapas de investigación disciplinaria.

3. Proceso ante la jurisdicción contenciosa administrativa

57. El Estado señaló que el 14 de abril de 1994, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado confirmó la caducidad de la acción interpuesta por los familiares de James Zapata Valencia.

4. Alegatos de admisibilidad en relación con artículos 8 y 25 de la Convención

58. El Estado alegó que dado que el Informe de Admisibilidad Nº 100 de 1999 establece que el debate de la admisibilidad y fondo de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención se realizaría en la etapa de fondo, la Comisión debería considerar en la presente etapa que los alegatos de los peticionarios discuten la valoración que las autoridades penales le dieron a las conductas y responsabilidades individuales de algunas personas vinculadas a los procesos penales, pretendiendo que la CIDH se convierta en una cuarta instancia.  En este sentido, el Estado indicó que los peticionarios pretenden utilizar el Sistema Interamericano como una cuarta instancia, a fin de que éste revise las actuaciones de las autoridades judiciales internas con base en su inconformidad con las conclusiones de éstas.

59. El Estado alegó que si los peticionarios esperaban una decisión diferente de parte del Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, esa inconformidad no constituiría argumento suficiente para acudir a los órganos de protección del Sistema Interamericano, ya que las autoridades judiciales gozarían de autonomía en el ejercicio de sus funciones y sus fallos se encontrarían regidos por los principios de la sana crítica y la razonabilidad.  Para el Estado, es importante que la Comisión determine, al menos en lo relacionado con la decisión de precluir la investigación a favor de los agentes estatales involucrados en los hechos, que la pretensión de los peticionarios consistiría en que los órganos del Sistema Interamericano actúen como tribunal de alzada, haciendo uso indebido de la fórmula de la cuarta instancia.

60. Agregó que para que los órganos del Sistema Interamericano pudieran declarar la responsabilidad de los Estados parte por la violación de derechos consagrados en la Convención, se deberían dar dos elementos: el acaecimiento de un acto o hecho internacionalmente ilícito derivado del desconocimiento de uno de los derechos o garantías de la Convención Americana y, la posibilidad de que pueda atribuirse a la actuación de algún agente del Estado.  El Estado señaló que demostraría que en el presente caso no existiría un hecho ilícito internacional, ya que los hechos que condujeron a la detención y posterior muerte de las presuntas víctimas habrían sido perpetrados por terceros. 

61. El Estado alegó la inexistencia de un patrón de homicidios en “persona protegida”
 en Colombia entre los años 1980 y 1992, e hizo referencia al Informe que realizó el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas Involuntarias tras su visita a Colombia en 1988, mediante el cual indicó que era “sumamente difícil atribuir globalmente la responsabilidad de las desapariciones”
.  Agregó que la información de prensa presentada por los peticionarios con la finalidad de probar el presunto patrón tampoco sería válida conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana
.  En consecuencia, en el presente caso no sería posible atribuir responsabilidad internacional al Estado a través de la existencia de un presunto patrón frente a este tipo de conductas para la época de los hechos.

62. El Estado alegó que no existía responsabilidad internacional en relación con la presunta detención y posterior desaparición forzada de James Zapata y José Heriberto Ramírez, con base en la inexistencia de prueba o indicio que permitiera concluir que agentes del Estado participaron en los hechos, así como en la inexistencia de la conducta de desaparición forzada.  Rechazó que la detención, malos tratos y asesinato de James Zapata y José Heriberto Ramírez se hubieran realizado por razones políticas en virtud de su previa vinculación y posterior desmovilización del grupo M-19, ya después de que se desmovilizaron su trabajo político estaba estrechamente ligado con el Movimiento Cívico Popular liderado por Fernández Gómez Chica, de tendencia conservadora o de derecha, contrario a los postulados sobre los cuales el M-19 edificaba su posición política y su lucha armada.  El Estado agregó que los señores Juan Jairo Muñoz Cuervo, Marino Jaramillo Echeverri y Domingo Roncancio Jiménez, quienes conocían a James Zapata y a José Heriberto Ramírez, declararon en junio de 1988 que las presuntas víctimas jamás fueron molestadas ni increpadas pública o privadamente, ni tuvieron problemas judiciales por su pasado y  consideró que el escenario más probable en el que habrían ocurrido los hechos se situaba en la conducta realizada por particulares, encaminada eventualmente a la venganza personal.

63. El Estado alegó que a partir de una lectura integral de la jurisprudencia de la Corte Interamericana es posible concluir que para que un Estado Parte en la Convención comprometa su responsabilidad por actos de terceros, es necesario probar la existencia de los siguientes elementos: 1) relación institucional, en el sentido de orientar directamente a los terceros para que cometan las vulneraciones; 2) relación de dependencia o subordinación entre la institución estatal y los particulares; 3) delegación de funciones públicas a favor de los particulares por parte del Estado; 4) conductas activas u omisivas contrarias a las obligaciones generales establecidas en la Convención, así como el conocimiento previo del Estado de la situación de riesgo de la presunta víctimas; 5) situaciones de riesgo especial creado por el Estado, y 6) el análisis de las circunstancias específicas de cada caso concreto.

64. El Estado alegó que en el caso no se ha demostrado ninguno de los elementos referidos.  Señaló que no existe evidencia de que las detenciones de los señores Zapata Valencia y Ramírez Llanos, antes o después de haber tramitado la amnistía, hayan estado reñidas con los postulados de la ley vigente en esa época, que en el desarrollo de dichas detenciones se les haya causado alguna afectación a su integridad personal, o que la detención se hubiera prolongado más allá de lo razonable y autorizado por la ley interna.  En este sentido, el Estado indicó que la detención mejor documentada en la petición hace constar que no superó las 36 horas, tal y como consta en el testimonio rendido por la señora Mariscela Valencia en la audiencia realizada ante la Comisión en el marco del 114º período ordinario de sesiones. 

65. Respecto del deber de garantía, el Estado alegó que esta obligación no compromete a los Estados de forma absoluta respecto de los actos entre particulares y, en consecuencia, la atribución de responsabilidad internacional a un Estado por su inobservancia, requiere la necesaria verificación de la existencia conjunta de los siguientes elementos:  1) el conocimiento previo de la situación de riesgo para un individuo o grupo de personas; 2) que dicho riesgo sea real e inmediato, y 3) que el Estado esté en posibilidades razonables de prevenir o evitar el riesgo.  El Estado manifestó que ni en el escrito sobre observaciones sobre el fondo presentado por los peticionarios, ni en escritos anteriores, los peticionarios presentan prueba de que el Estado conociera la situación de riesgo real e inmediato de las personas que fueron víctimas y, ni los familiares de James Zapata o de José Heriberto Ramírez pusieron en conocimiento de las autoridades hechos constitutivos de amenazas o situaciones, que permitieran inferir un riesgo sobre sus vidas, integridad personal o libertad individual.  

66. El Estado alegó que los hechos acaecidos en las personas de James Zapata y José Heriberto Ramírez no pueden calificarse como una desaparición forzada ya que no estuvieron precedidas de la negativa  de dar información sobre su paradero u ocultamiento, realizándose el levantamiento de los cadáveres el 23 de marzo de 1988, es decir, al día siguiente de la privación de libertad de estas personas, por lo que no existió una intención predeterminada por parte de los funcionarios judiciales de ocultar los cuerpos. Con base en lo anterior, el Estado rechazó la eventual competencia que podrían alegar los peticionarios o sobre la cual podría decidir la Comisión, en el sentido de declarar la responsabilidad del Estado a la luz de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.

67. En lo que se refiere a la presunta violación de los derechos a las garantía judiciales (artículo 8 de la Convención) y a la protección judicial (artículo 25 de la Convención), el Estado manifestó que en el ámbito interno sí ha existido actividad procesal con el propósito de dar cumplimiento a los deberes de investigación, juzgamiento, y si fuera el caso, de sanción de los responsables, así como reparación en relación con estos hechos.  En este sentido, el Estado abordó los siguientes puntos: a) la integralidad de los recursos de derecho interno; b) la obligación de investigar que recae en el Estado es de medio y no de resultado, según la jurisprudencia de la Corte Interamericana; c) los familiares de las víctimas renunciaron a su derecho a ser reparados en derecho interno ante el eventual actuar ilegal de agentes del Estado al no haber acudido ante la jurisdicción contencioso administrativa en el término establecido por la ley.

68. Respecto de la integralidad de los recursos de derecho interno, el Estado refirió a la importancia de reconocer la contribución que cada uno de los recursos ofrece para la búsqueda de la verdad, la justicia y la reparación a favor de las víctimas.  En relación con la obligación de investigar del Estado, alegó que el acceso a los mecanismos judiciales por parte de los familiares de las víctimas ha sido más que evidente, lo cual queda corroborado por el hecho de que los peticionarios afirman en sus observaciones adicionales sobre el fondo que “las iniciales averiguaciones penales ocurridas en 1988 se realizaron a través del impulso de los familiares de James Zapata y Heriberto Ramírez con sus declaraciones y la de varios testigos”.  El Estado indicó que, no obstante lo anterior, el Fiscal encargado actualmente de la investigación ha informado que los familiares de las presuntas víctimas aún no se han constituido en parte civil dentro del proceso penal.

69. El Estado señaló en relación con la presunta falta de diligencia en las investigaciones, que tanto la Comisión como la Corte han manifestado en su jurisprudencia que la obligación de administrar justicia es de medio y no de resultado.  El Estado alegó que el simple transcurso del tiempo sin que se haya llegado a una decisión definitiva dentro de un proceso penal no puede llegar a ser considerado bajo ninguna circunstancia como una violación a los artículos 8 y 25 de la Convención.  El Estado señaló que durante el proceso penal adelantado a nivel interno se recibieron múltiples testimonios de la señora Mariscela Valencia, madre de James Zapata, los cuales permitieron que se dirigiera la investigación hacia la hipótesis por ella misma referida; se presentó la identificación de los posibles vinculados a través de un reconocimiento fotográfico generado por las afirmaciones que la señora Valencia había realizado.  Indicó que, no obstante lo anterior, el resultado ha sido diferente al deseado por la madre de la víctima, lo cual no implica una responsabilidad del Estado en la práctica de la investigación.

70. En relación al derecho de los familiares de las víctimas a ser reparados en derecho interno ante el eventual actuar ilegal de agentes del Estado, el Estado alegó que los familiares de las víctimas renunciaron a este derecho al no haber acudido ante la jurisdicción contenciosa administrativa en el término establecido por la ley. En este sentido, el Estado indicó que aunque el recurso que ofrece la jurisdicción contenciosa administrativa no constituye una reparación integral de la manera analizada por la Corte Interamericana, puede tener características complementarias con otros recursos y en su conjunto, buscar la reparación integral de la víctima
.  El Estado señaló que en el caso de la Masacre de la Rochela, dos de las víctimas sobrevivientes dispusieron renunciar de sus pretensiones ante el Sistema Interamericano por cuanto habían realizado procesos de conciliación con el Estado
, lo cual fue aceptado por la Corte Interamericana .  

71. El Estado alegó que la obligación de acceder a los recursos de derecho interno o de renunciar a estos implica que los peticionarios deben acogerse a los parámetros establecidos para su acceso en derecho interno, tal y como lo ha reconocido la Comisión
.  Con base en lo anterior, el Estado concluyó que al acudir extemporáneamente a la acción de reparación directa, las presuntas víctimas renunciaron a la posibilidad de obtener una reparación por este medio, sin que esto constituya una violación a los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  

III. CUESTIÓN PRELIMINAR

72. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional.  El artículo 46.1(a) de la Convención dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH, de conformidad con los artículos 44 ó 45 de la Convención, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos
.

73. La CIDH observa que a efecto de proveer un recurso apropiado para remediar las violaciones a los derechos humanos alegadas, le correspondía al Estado, en su calidad de titular de la acción punitiva, iniciar los procedimientos tendientes a identificar, procesar y sancionar a todos los responsables de la comisión de dichos delitos, impulsando diligentemente todas las etapas procesales hasta su conclusión
.  Como se analizará infra, la CIDH considera que el Estado no proveyó un recurso adecuado y efectivo para remediar las violaciones alegadas por los peticionarios en un tiempo razonable y por tanto, considera que se aplican las disposiciones del artículo 46.2 de la Convención Americana.   
IV. ANÁLISIS SOBRE EL FONDO

A.
Valoración de la prueba
74. Tal y como aparece en la parte relativa al trámite del caso, el 26 de septiembre de 2009 la CIDH solicitó al Estado colombiano la copia simple de las piezas procesales principales del proceso penal iniciado a raíz de la muerte de los señores James Zapata y José Heriberto Ramírez y, del procedimiento disciplinario ante la Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Policía Administrativa.  El Estado, mediante comunicación de 30 de noviembre de 2009, informó a la Comisión que resultaba improcedente la remisión de las copias del expediente penal solicitado por la CIDH con base en la reserva sumarial que pesaba en las diligencias, consagrada en el artículo 331 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600 de 2000).  Por otra parte, la Comisión recibió el 3 de diciembre de 2009, una copia íntegra de la actuación disciplinaria.  
75. La CIDH observa que el caso sub examine presenta características peculiares en virtud de su propia naturaleza y de las violaciones alegadas que dificultan establecer detalladamente los hechos relacionados con las violaciones a la Convención.  Al respecto, la Comisión, en aplicación del artículo 43.1 de su Reglamento (en adelante el “Reglamento de la CIDH”), examinará los alegatos y las pruebas suministradas por las partes, y tendrá en cuenta información de público conocimiento, así como la jurisprudencia del sistema interamericano
. 
1.
Hechos probados

76. Los señores James Zapata, de 35 años de edad
, y José Heriberto Ramírez, de 16 años de edad
, para la época de los hechos, fueron miembros del Movimiento 19 de Abril (M-19)
 hasta que se acogieron a la amnistía
 prevista en la Ley 35 de 1982
, por la cual se decretaba una amnistía general a los autores, cómplices o encubridores de hechos constitutivos de delitos políticos cometidos antes de la vigencia de esta ley
.  
77. El Movimiento 19 de Abril, conocido como M-19, nació fundamentalmente como movimiento urbano de enfrentamiento a los partidos tradicionales y a sus oligarquías.  Era un movimiento populista que pretendió ganar a las grandes masas urbanas desprestigiando ante éstas la fórmula democrática electoral como medio para transformar el país, movimiento que se compuso de un número reducido de efectivos en comparación con las FARC
.
78. James Zapata era conocido en el M-19 como Teniente Jhon
  y José Heriberto Ramírez Llanos era conocido en el M-19 como Andrés Arcilla
.  El núcleo familiar de James Zapata estaba compuesto por: Mariscela Valencia (madre) y José Fernando, Fredy y Estrella Zapata Valencia, así como Never Ottoniel, Luz Dalida, Rosse Alixon y Juliana Patricia Alzate Valencia (hermanos) y el núcleo familiar de José Heriberto Ramírez estaba compuesto por: José Heriberto Ramírez Bernal (padre), Blanca Oliva Llanos (madre) y Javier de Jesús y José Jair Llanos;  María Yolanda y Herminia Londoño Llanos y José Orlando y Jhon Meider Ramírez Llanos (hermanos)
. 
79. Existe una controversia entre los peticionarios y el Estado respecto del momento en que James Zapata y José Heriberto Ramírez se desmovilizaron.  Mientras que la madre de James Zapata mantiene que la desmovilización se produjo en 1985
, el Estado mantiene que James Zapata se desmovilizó el 26 de agosto de 1986, cuando fue dejado en libertad por el Juzgado Penal Militar de Honda Tolima, el 26 de agosto de 1986
, fecha en la que el Secretario de la Procuraduría Seccional de Honda (Tolima), a petición verbal de James Zapata, dejó constancia que la presunta víctima “es persona que dice haber sido del M-19 y está reincorporado a la vida civil” y “manifiesta que el documento de identificación que es la cédula se la decomisó en el F-2 de Manizales, a donde desea ir para reclamarla”
.  
80. En 1988, James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos trabajaban como activistas y celadores en el Comité Cívico Popular de Fernando Gómez Chica (candidato para la alcaldía), Domingo Roncancio Jiménez (dirigente) y Mario Echeverri Jiménez que se encontraba al lado del Palacio Municipal de Manizales.  Las víctimas habían trabajado en ese Comité en 1987, como activistas políticos en las elecciones de marzo de 1987
, y en 1988, además, cuidaban la sede del Comité por la noche
.
81. El 22 de marzo de 1988, James Zapata y José Heriberto Ramírez se encontraban trabajando en la sede del Comité.  En la mañana de ese mismo día, las víctimas llevaron unas bancas y unas banderas a la oficina del dirigente Domingo Roncancio Jiménez y James le  pidió que le regalara para un “tinto”, por lo que le dio 500 pesos.  James Zapata comentó al señor Roncancio que con ese dinero se iban a almorzar
.  Aproximadamente a las 12:30 p.m., James Zapata y José Heriberto Ramírez se encontraban almorzando en el restaurante “la Vasconia”, en las inmediaciones del Comité, cuando fueron “detenidos” por dos hombres vestidos de civil, quienes se identificaron como agentes del F-2 de la Policía
.  

82. Ese mismo día, Juan Jairo Muñoz, quien trabajaba junto con James Zapata y José Heriberto Ramírez en el movimiento cívico popular para la elección de alcaldes, transitaba por la calle 19 cuando vio que se llevaban detenidos a James Zapata y a José Heriberto Ramírez Llanos.  Posteriormente, entró en el restaurante La Vasconia y allí, el señor Juan Martín Valencia le habría señalado que personas que se identificaron como miembros del F-2 se acababan de llevar detenidas a las víctimas desaparecidas y que había podido reconocer a dos de ellos
.  
83. El 23 de marzo de 1988 se encontraron dos cadáveres en la Finca “Taparcal”, ubicada en el Municipio de Palestina (Caldas).  Ese mismo día, a las 6:30 p.m., el Inspector Departamental de Policía de “La Inquisición”, Palestina (Caldas), recibió la información por parte de la administradora de la finca “Taparcal”
.  En la misma fecha, la Inspección Departamental de Policía se desplazó al lugar de los hechos donde realizó el levantamiento de dos cadáveres de sexo masculino entre las 8 y las 8:30 p.m.  Los cadáveres no fueron identificados.  En el acta de levantamiento de los mismos se realizó una descripción de las vestimentas encontradas mas no se indicó si se encontraron pruebas.  En una las actas se estableció que se trataba de una muerte violenta por arma de fuego, y en la descripción de heridas se indicó respecto de un cadáver: “presenta dos heridas en la frente al parecer de bala y otra en el parietal izquierdo” y, respecto del otro cadáver “heridas al parecer de bala en parietal izquierdo, parte posterior, al parecer sin orificio de salida”
.  
84. El 23 de marzo de 1988, la Inspección Departamental de Policía de “La Inquisición” solicitó al médico legalista practicar la necropsia de los cadáveres de sexo masculino a fin de establecer: el número de lesiones que presentaban; las armas con las que fueron ocasionadas, edad aparente y causa principal de la muerte
.  

85. La necropsia número 1 estableció que se trataba de un hombre trigueño de “más o menos 25 años de edad”, 1.65 cm de estatura y peso aproximado de 65 Kg, que presentaba tatuajes en la cara externa del brazo derecho en forma de paracaídas con alas y en la cara anterior de antebrazo derecho en forma de indio y, en la cara anterior de la pierna derecha en forma de “A” y “G”
.   La misma necropsia estableció que el cadáver presentaba tres impactos de arma de fuego con orificios de entrada (a nivel del ángulo de mandíbula lado derecho, en la región frontal derecha y en la región superciliar izquierda) y, tres impactos con orificio de salida (a nivel del ángulo de la mandíbula lado izquierdo, en la región parietal lado izquierdo y en la región occipital lado derecho).  Adicionalmente, la necropsia indicó que el cadáver presentaba señales de atadura en ambas muñecas, fractura conminuta de lado izquierdo de la mandíbula con compromiso de piso de la boca y destrucción de piezas dentarias (causado por proyectil No.1), laceración de más o menos 4 cm de diámetro sin sangrado con laceración violácea a nivel de hombro derecho (causado por proyectil No. 4), laceración en rodilla derecha de más o menos 4 cm de diámetro sin sangrado y laceración en rodilla izquierda de más o menos 2 cm de diámetro, sin sangrado.  La necropsia concluyó que la muerte fue consecuencia “natural y directa de las lesiones causadas por los proyectiles 2 y 3 juntos y por separado, [que] tuvieron un efecto de naturaleza mortal y su dirección fue de adelante a atrás”
.

86. La necropsia número 2 señaló que se trataba de un hombre trigueño de más o menos 20 años, 1.60 cm de estatura y peso aproximado de 60 Kg, que presentaba laceración a nivel de tercio distal del muslo derecho, cara anterior sin sangrado de más o menos 2 cm de diámetro y orificio de entrada de proyectil “a nivel de la región temporooccipital izquierda” y que se observa un lunar café en la región pectoral derecha de más o menos 2 cm de diámetro con bordes irregulares.  La necropsia concluyó que la muerte fue “consecuencia natural y directa de las lesiones causadas por el proyectil a nivel de la masa encefálica”
.  Con posterioridad a la realización de ambas necropsias, el Inspector de Policía de “La Inquisición” solicitó el traslado de los cuerpos al Hospital Santa Ana a fin de tomar las huellas digitales de los cadáveres y establecer su identidad
, lo cual fue realizado el 24 de marzo de 1988
.

87. El 25 de marzo de 1988, en el diario local “La Patria” de Caldas aparecieron fotografías de los dos cadáveres que habían sido encontrados en la Finca “Taparcal” con huellas de haber sido torturados
.  La madre de James Zapata y algunos de sus hermanos, así como Herminia Londoño Llanos, hermana de José Heriberto Ramírez Llanos, habrían reconocido a las víctimas.  Sin embargo, al acudir a la finca y a las autoridades, habrían sido informados que estos ya habían sido inhumados por lo que el reconocimiento consistió en relacionar algunos rasgos físicos con las ropas que vestían ambos cadáveres
.

88. El 26 de marzo de 1988, la Juez Primero Promiscuo Municipal solicitó al Jefe de Instrucción Criminal de Manizales que se designara un juez de instrucción a fin de asumir el sumario de instrucción de homicidio de desconocidos en contra de desconocidos, ocurrida el 23 de marzo de 1988
.  El 4 de abril de 1988, la señora Herminia Londoño Llanos prestó declaración ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas).  En su declaración indicó que el lunes anterior, 25 de marzo de 1988, vio una fotografía en el diario “La Patria” en la que le pareció reconocer a su hermano José Heriberto Ramírez Llanos, por lo que fue a Palestina y conversó con el fotógrafo corresponsal, quien le enseñó una fotografía igual a la que se había publicado el 25 de marzo de 1988, pero a color, por lo que pudo reconocer a su hermano en la misma. Durante la diligencia, la señora Herminia Londoño reconoció entre la ropa que le fue mostrada, los zapatos de su hermano, así como su letra en papel donde aparecía un número de teléfono con un nombre
.  

89. El 5 de abril de 1988, la señora Mariscela Valencia, madre de James Zapata Valencia, prestó declaración ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas).  En su declaración, la señora Valencia indicó que el 21 de marzo de 1988, James Zapata estuvo junto con ella y su familia en casa de una hija suya en Manizales hasta las 7 de la tarde, cuando lo llevaron a la sede o casa política de Fernando Gómez Chica y Domingo Roncancio Jiménez, ya que allí dormía.  Señaló que, como dos días después no había tenido noticias de su hijo James,  le pidió a otro hijo suyo llamado Fredy que averiguara dónde se encontraba James.  En relación con la pregunta si conocía a la otra persona que apareció con su hijo asesinado, la señora Valencia declaró que José Heriberto Ramírez y su hijo eran amigos desde hacía bastante tiempo ya que ambos estaban entregados a la política y, que aquella noche habían acordado encontrarse en la casa política.  Durante la diligencia, la señora Valencia reconoció distintos objetos y ropa que le fueron mostrados como pertenecientes a James Zapata
.

90. El Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina remitió las diligencias practicadas al Juzgado 6º de Instrucción Criminal de Chinchiná, el cual avocó conocimiento el 9 de abril de 1988
.  El 11 de abril de 1988, el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal de Chinchiná, Caldas, solicitó al Comandante de la Estación de Policía de Palestina, Caldas, su colaboración para que adelantaran las gestiones necesarias conducentes a lograr el total esclarecimiento de las muertes violentas de James Zapata Valencia y de José Heriberto Ramírez Llanos
.

91. El 12 de abril de 1988, declaró ante el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal de Chinchiná, Caldas, Ariel Marín Osorio, alimentador de la Hacienda Taparcal, quien encontró los cadáveres el 23 de marzo de 1988.  En su declaración, el señor Marín Osorio indicó que había visto una persona muerta colgada de un guayabo con las manos atadas, por lo que fue a avisar a la administradora de la hacienda.  Indicó que no había visto nada más y que no se había acercado al cuerpo
.

92.   El 8 de junio de 1988, compareció ante el Juzgado la señora Mariscela Valencia de Zapata a fin de ampliar la declaración que rindió con anterioridad en el mismo proceso.  En su declaración indicó que las víctimas ejecutadas eran amnistiados del M-19 desde hacía aproximadamente dos años y, que trabajaban como activistas en el movimiento político de Fernando Gómez Chica, Domingo Roncancio Jiménez y el doctor Marino Jaramillo Echeveri.  Igualmente señaló que ambos cuidaban la sede número dos, la cual se encontraba situada en la calle 20 entre las carreras 17 y 18 en Manizales, donde a veces dormían.  La señora Valencia manifestó que el 22 de marzo de 1988, sobre las 12:30 p.m., su hijo James se encontraba almorzando junto con José Heriberto Ramírez Llanos en el restaurante “La Vasconia”, el cual se encuentra al lado de la sede en la que trabajaban, cuando llegaron unas personas a sacarlos del restaurante.  Indicó que uno de los dueños del restaurante salió a preguntar a estas personas quién iba a pagar la comida, a lo que ellos contestaron: “ellos no pagan”.  Agregó que el dueño del restaurante los vio, pero no quería decir nada por temor
.

93. El 8 de junio de 1988 el señor Luis Alberto Cardona Mejía, Presidente del Comité de Derechos Humanos de Caldas, ratificó la queja presentada por escrito ante la Personería Municipal de Chinchiná, Oficio Nº 035 del Comité de Derechos Humanos de Caldas ese mismo día, en la que solicitaba a la Personería Municipal de Chinchiná que conociera los hechos y el proceso relativo a la muerte de James Zapata y José Heriberto Ramírez
. El mismo 8 de junio de 1988, prestaron declaración ante la Personería Municipal de Chinchiná las señoras Mariscela Valencia de Zapata y Herminia Londoño Llanos
.  
94. En su declaración, la señora Valencia indicó que James Zapata y José Heriberto desaparecieron el 22 de marzo de 1988 y fueron encontrados el 23 de marzo en la Finca “Taparcal”, jurisdicción de Palestina, amarrados, torturados y con varios disparos.  Señaló que les dieron sepultura en Palestina sin que su familia tuviera conocimiento, ya que recién el 26 de marzo de 1988 se dieron cuenta.  Manifestó que la intención de los asesinos de James Zapata y José Ramírez era que no fueran encontrados, ya que les quitaron todos los documentos que llevaban, incluidos los papeles de amnistiados del M-19, motivo por el que los enterraron como N.N. o no identificados.  Indicó que uno de los dos dueños del restaurante “La Vasconia” conocía quiénes eran los posibles autores del delito, pero que esta persona quería que se le brindase protección y seguridad
. 

95. La señora Herminia Londoño Llanos declaró que su hermano era amnistiado, aunque no conocía desde cuándo y, que se dedicaba a trabajos políticos con el señor Fernando Gómez Chica hasta que desapareció el 22 de marzo de 1988.  Señaló que solamente había visto la foto del cadáver de José Heriberto en el diario “La Patria”, puesto que para cuando le avisaron ya les habían sepultado en Palestina
.  

96. El 15 de junio de 1988 la Personería Municipal de Chinchiná envió a la Procuraduría Regional de Manizales las declaraciones de las señoras Valencia y Londoño junto con la diligencia de visita al expediente por homicidio doble, en la que el Personero Municipal describía las diligencias practicadas hasta la fecha e indicaba que el proceso se encontraba en etapa de instrucción, que no se había vinculado sindicado (s) y que tampoco había mediado providencia alguna
.

97. El 15 de junio de 1988 Fredy Zapata Valencia, hermano de James Zapata, prestó declaración ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales.  En su declaración, Fredy Zapata Valencia señaló que hacía unos 15 o 20 días se encontraba conversando con el señor Domingo Roncancio Jiménez cuando se acercó el señor Juan Jairo Muñoz Cuervo para decirles que un vecino suyo, socio del restaurante “La Vasconia”, le había invitado a tomar un “tinto” y que en la charla le había preguntado si conocía o se acordaba de unos muchachos que habían trabajado en la sede de Fernando Gómez Chica, a lo que el socio del restaurante “La Vasconia” le comentó que sí porque iban habitualmente a almorzar al restaurante y, que precisamente hacía unos días, cuando ambos se encontraban almorzando llegaron unos agentes del F-2, quienes les solicitaron que los acompañaran para hacerles unas preguntas.  Declaró que cuando el señor Juan Jairo Muñoz le dijo que a esos muchachos los habían encontrado muertos se asustó y le pidió que no comentara a nadie lo que le había dicho.  El señor Fredy Zapata Valencia señaló que se dirigió al restaurante “La Vasconia” para conversar con el socio, el cual se encontraba muy asustado y no quería responder preguntas.  El socio le habría indicado que habían sacado a los muchachos del lugar cuatro jóvenes, a los cuales podría reconocer
.

98. El 17 de junio de 1988 declaró ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales el señor Domingo Roncancio Jiménez, concejal y comerciante.  En su declaración indicó que conocía a James Zapata Valencia desde hacía unos 20 años, ya que éste había sido desde joven activista en la campaña política que él orientaba, que una de sus hermanas había sido secretaria suya y, que su mamá también había sido adepta a su movimiento político.  Señaló que el muchacho al que le llamaba Andrés posiblemente estuvo en el M-19 ya que James y él eran inseparables.  Declaró que en la mañana del día que los desaparecieron, James Zapata y José Heriberto Ramírez le llevaron unas bancas y unas banderas a su oficina y James le  pidió que le regalara para un “tinto”, por lo que le dio 500 pesos.  Señaló que James le comentó que con ese dinero se iban a almorzar.  Respecto de la pregunta si tanto James como Andrés o Heriberto tenían problemas o enemigos de alguna clase, el señor Roncancio contestó que él no los conoció y que en su movimiento no tuvieron ningún problema, pero que por haber estado en la guerrilla podrían haber tenido alguno
.

99. El 23 de junio de 1988 el señor Juan Jairo Muñoz Cuervo rindió declaración ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales.  En su declaración el señor Juan Jairo Muñoz Cuervo señaló que hacía aproximadamente quince días, cuando se encontraba transitando por el Sector Galerías vio a dos compañeros de trabajo político que se llamaban Andrés y John James Zapata, quienes iban acompañados por cuatro personas, por lo que no se les acercó.  Señaló que el jueves de la siguiente semana entró en el restaurante “La Vasconia” y conversó con Juan Martín Valencia, quien trabajaba en el restaurante y quien le comentó que los dos muchachos se encontraban almorzando en el lugar cuando cuatro personas que se identificaron como miembros del F-2 de Manizales entraron en el restaurante y los sacaron apuntándoles con armas.  Indicó que la administradora del restaurante seguramente también los vio y que el señor Zapata le había contado que una persona integrante del F-2 de Manizales “le tenía montada una persecución”
.

100. El 28 de junio de 1988 el señor Juan Martín Valencia Toro prestó declaración ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales.  En su declaración indicó que dos personas entraron en el restaurante y requisaron a James Zapata y José Heriberto Ramírez, mientras otro muchacho se quedó en la puerta.  Preguntado si estas personas se identificaron como F-2, indicó que no sabía y dijo que no estaba en calidad de reconocerlos
.

101. El 29 de junio de 1988 el señor Marino Jaramillo Echeverry, de profesión abogado, prestó declaración ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal.  En su declaración indicó que había conocido a James Zapata y a José Heriberto Ramírez el año anterior por razones políticas ya que ambos colaboraban como activistas y organizadores en la casa de acción política que se encontraba ante el Palacio Municipal.  Señaló que James Zapata además cuidaba la casa de noche y que había sido amnistiado por pertenecer al M-19 al igual que su compañero.  Indicó que no le conoció ninguna mala acción en ese tiempo
.

102. El 5 de julio de 1988 declaró la señora Mercedes García Arango, socia del restaurante “La Vasconia”, ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales.  Indicó que no sabía nada sobre los hechos ya que ella se mantenía en la cocina mas declaró que Juan Martín Valencia le había comentado un día que dos muchachos se habían ido sin pagar y que después había escuchado que los habían encontrado muertos en la finca El Taparcal
.

103. El 4 de abril de 1990 la señora Mariscela Valencia participó en el Foro de Personeros Caldenses en el que relató cómo se había enterado de la muerte de su hijo y de José Heriberto Ramírez Llanos e indicó que se trataba de dos personas amnistiadas del M-19 y que los únicos enemigos que tenían eran los agentes de la F-2 y del Ejército
.  El 12 de septiembre siguiente, la señora Valencia dirigió una carta a la Consejería Presidencial para la Defensa de Derechos Humanos mediante la cual solicitó que le ayudaran a encontrar la verdad en relación con la muerte de su hijo y de José Heriberto Ramírez, cuya investigación radicaba en la Unidad de Indagación Preliminar de Chinchiná, Caldas.  En la carta, la señora Valencia expresó su imposibilidad de contratar un abogado debido a la carencia de recursos económicos
.

104. Mediante oficio de 21 de diciembre de 1990 el Director General de Asuntos Políticos Multilaterales solicitó información al Procurador Delegado para la Policía Judicial de la Procuraduría General de la Nación sobre la existencia de una investigación abierta en esa Procuraduría, respecto del homicidio de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos, presuntamente por parte de miembros del F-2 de esa ciudad.  Dicha solicitud  fue reiterada el 28 de agosto de 1991
.  En marzo de 1991 la investigación de los homicidios de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez fue remitida por parte de la Unidad de Indagación Preliminar de Chinchiná, Caldas, a la Seccional de Orden Público Medellín Antioquia
.

105. El 14 de mayo de 1991 prestó declaración juramentada ante la Coordinadora de Promoción Jurídica el señor Juan Jairo Muñoz Cuervo, quien trabajaba junto con James Zapata y José Heriberto Ramírez en el mismo movimiento cívico popular para la elección de alcaldes, en la que manifestó que el día 22 de marzo de 1988, a las 12:30 p.m., vio como miembros del F-2 llevaban detenidos a James Zapata y a José Heriberto Ramírez Llanos cuando se encontraba en la calle 19.  Indicó que posteriormente entró en el restaurante “La Vasconia” y allí el señor Juan Martín Valencia señaló que personas que se identificaron como miembros del F-2 se acababan de llevar detenidos a los muchachos y que pudo reconocer a dos de ellos.  El señor Muñoz Cuervo pidió en la declaración que su nombre quedara en el anonimato para su seguridad
.

106. El 19 de febrero de 1992 avocó conocimiento de las diligencias preliminares el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, el cual ordenó la práctica de las siguientes pruebas a la Unidad del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Orden Público:  1) solicitar a la Dirección General de la Policía Nacional la hoja de vida del agente Luís Fernando Velázquez Peláez; 2) adelantar las labores necesarias con el fin de establecer durante el año 1988 qué funcionario del F-2 era conocido como “Pantera”, cuyas características físicas se encuentran consignadas en la declaración rendida por la señora Mariscela Valencia de Zapata, el 26 de mayo de 1989, y una vez obtenida la identidad del funcionario, solicitar su hoja de vida con fotografía; 3) escuchar nuevamente a la señora Mariscela Valencia de Zapata, Juan Martín Valencia Toro, Abad Ramírez García, Juan Jairo Muñoz Cuervo, Herminia Londoño Llanos para: a) establecer las características físicas de los personajes que sacaron del restaurante “la Vasconia” a los señores James Zapata y José Heriberto Ramírez; b) aportar nuevos datos en relación con los presuntos autores de los hechos; c) establecer si funcionarios del F-2 que señalan como aquellos que hicieron salir del establecimiento abierto al público a los hoy occisos, fueron vistos con posterioridad a los hechos en la localidad, durante cuánto tiempo y si tienen conocimiento dónde se encuentran en la actualidad; d) los demás datos que les sea posible aportar y sirvan para identificar o individualizar a los autores o partícipes de lo acontecido
.

107. El 5 de marzo de 1992 la señora Mariscela Valencia de Zapata declaró ante la Dirección Seccional de Orden Público, Unidad Investigativa del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Medellín.  En su declaración la señora Valencia indicó que había conseguido identificar a un agente del F-2, cuyo nombre era William Arroyave, quien seguía a su hijo junto con otros dos agentes del F-2 conocidos como “la Pantera” y “el Pelirrojo”.  Manifestó que William Arroyave había ofrecido al señor Domingo Roncancio Jiménez protección respecto de James Zapata y de Heriberto Ramírez Llanos como 15 días antes de su asesinato, pero que el señor Domingo Roncancio les dijo que los conocía y que no necesitaba protección y que ya sabía que habían pertenecido al M-19.  Igualmente señaló que tras la muerte de James Zapata, ella no había recibido amenazas pero que sus hijos José Fernando y Fredy Zapata Valencia habían sido objeto de varios intentos de secuestro en distintas oportunidades y que, en el caso de su hijo Fredy, unos hombres que se identificaron como agentes del F-2 intentaron sacarlo de un billar
.

108. Al respecto, conforme a la declaración rendida en el año 2002 por la señora Mariscela Valencia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en 1988 llegaron varios miembros del F-2 a la sede del Comité Cívico para conversar con el señor Domingo Roncancio Jiménez, a quien ofrecieron protección ya que manifestaron que en el lugar se encontraba el M-19, refiriéndose a James Zapata y José Heriberto Ramírez.  En su declaración, la señora Valencia señaló que el señor Domingo Roncancio le había comentado que con anterioridad a esta visita habían aparecido pasquines en su automóvil y en el de Fernando Gómez Chica y que había recibido llamadas telefónicas en las que se decía que tuvieran cuidado ya que en su movimiento se encontraba el M-19.  La señora Valencia indicó que el señor Domingo Roncancio no aceptó la protección. Sin embargo, el señor Fernando Gómez Chica sí habría aceptado la protección ya que a partir de ese momento comenzó la presencia de miembros del F-2 en la sede del Comité Cívico. Señaló que Juan Jairo Muñoz Cuervo pudo reconocer a las personas que iban con las víctimas ejecutadas el 22 de marzo de 1988, como los guardaespaldas del señor Fernando Gómez Chica, los cuales pertenecían al F-2
. 

109. El 6 de marzo de 1992 la hermana de José Heriberto Ramírez Llanos, Herminia Londoño Llanos, declaró ante la Dirección Seccional de Orden Público, Unidad Investigativa del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Medellín.  La señora Londoño Llanos declaró que como seis meses antes que asesinaran a su hermano, personal del batallón lo había sacado de la casa donde vivía con su abuela y lo habían mantenido en el batallón durante un día y parte de una noche, para posteriormente soltarlo
.

110. El 7 de marzo de 1992 se recibió el testimonio con reserva de identidad, de acuerdo con el artículo 22 del Decreto No. 2790 del 20 de noviembre de 1990
, de una persona que se identificó con su huella digital índice derecho.  Esta persona declaró que se encontraba en el restaurante “La Vasconia” entre las 12 y las 2 del mediodía, cuando llegaron dos muchachos y pidieron dos almuerzos.  Señaló que de un momento a otro llegaron cuatro personas que se dirigieron a los muchachos.  Uno dijo: “tratan con el F-2 y nos sigue”
.  Indicó que uno de los muchachos le preguntó por qué si tenía los papeles, pero le contestaron: “nos sigue ya” y los requisaron.  Declaró que mientras dos de las personas entraron al restaurante, las otras dos se pusieron a la entrada de cada una de las dos puertas del mismo.  Adicionalmente, se realizó la diligencia de reconocimiento fotográfico de tres personas, las cuales se encontraban distribuidas en tres hojas donde aparecían 7 fotografías en cada una de ellas.  En la diligencia, la persona declarante reconoció al Sargento destituido Néstor Martínez, quien para la época de los hechos laboraba en el F-2 de Manizales; a Luis Arnulfo Giraldo, quien para la época de los hechos laboraba en la SIJIN de Manizales; y a Oscar Gutiérrez Giraldo, quien al momento de la toma de la declaración era conductor de la Policía de Manizales
.

111. El 9 de marzo de 1992, se tomó recepción de otro testimonio con reserva de identidad de acuerdo con los parámetros del Decreto 2790 de 1990, identificándose con la huella del índice derecho.  El declarante señaló que se encontraba en el sector de La Galería dos días antes de encontrar muertos a James Zapata y Heriberto Ramírez, cuando vio venir a las anteriores personas en compañía de tres o cuatro personas vestidos de poncho, sombrero y talegos.  Indicó que se acercó al restaurante “La Vasconia” para saludar a un amigo que trabajaba allí, el cual le comentó que los que iban con James Zapata y José Heriberto Llanos se habían identificado como miembros del F-2. En la diligencia de reconocimiento fotográfico reconoció a Jorge Enrique García, quien para la época de los hechos trabajaba en el F-2 de Manizales y a Héctor Fabio Ospina Salcedo, quien era miembro de la F-2 en la época de los hechos
.

112. El 14 de marzo de 1992, se declaró abierta la investigación penal por parte del Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, al haber sido identificados los presuntos responsables de la desaparición y posterior homicidio de José Heriberto Ramírez Llanos y James Zapata Valencia.  Probada la existencia de los hechos, se dispuso ordenar que se les notificara a los presuntos responsables, para que se presentaran ante ese juzgado el 19 de marzo de 1992
.  No obstante, ninguno de 4 agentes de la Policía y el ex sargento se presentaron a la diligencia previamente notificada
.

113. El 30 de marzo de 1992, el Juzgado de Orden Público de Medellín tomó declaración a Néstor Martínez y a Oscar Gutiérrez Giraldo, los cuales negaron conocer cualquier hecho que les fuera preguntado e indicaron que en marzo de 1988 ninguno de los dos trabajaba para la F-2 sino que el primero trabajaba en la SIJIN y, el segundo era conductor de camión de policía
.  El 31 de marzo de 1992, se tomó la ampliación de la indagatoria al señor Néstor Martínez
.  El 1 de abril de 1992, se tomó declaración indagatoria a Jorge Enrique García quien reconoció haber pertenecido al F-2 en Manizales en la época de los hechos
.  En sus declaraciones, los indagados negaron conocer a James Zapata y José Heriberto Ramírez, el restaurante “La Vasconia”, así como la realización de cualquier trabajo de inteligencia política en la ciudad de Manizales.

114. El 3 de abril de 1992, el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín resolvió sobre la situación jurídica de los indagados como presuntos implicados en el homicidio de José Heriberto Ramírez Llanos y James Zapata Valencia, absteniéndose de decretar medida de aseguramiento en su contra, aunque con la obligación de presentarse ante esa jurisdicción cuando fuera necesario, con base en: las inconsistencias de los testigos en cuanto a la descripción de las personas con anterioridad al reconocimiento fotográfico; la falta de identificación de los indagados por parte de ambos testigos; la falta de acreditación en autos de que los acusados formaran parte del Grupo de Inteligencia; y que les hubiera correspondido ”cometer tan macabros delitos” por orden superior
. 

115. No obstante, el Juzgado comisionó en esta resolución al Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Manizales a que en el plazo de 30 días practicara las siguientes pruebas: 1) oficiar a la SIJIN de Manizales para que estableciera: si las personas indagadas se encontraban adscritas al Grupo de Inteligencia Frente Subversivo y al Comando del Departamento de Caldas; informara a qué Cuerpo de Seguridad se encontraban adscritos; y remitiera copia auténtica de la hoja de vida de cada uno de ellos; 2) indagar por el personal que trabajaba en el Grupo de Inteligencia de la SIJIN en Manizales y llamarlos a rendir testimonio sobre los hechos que se estaban investigando; averiguar si se realizaron investigaciones internas por la desaparición de los dos ex guerrilleros del M-19, James Zapata y José Heriberto Ramírez, ya que al parecer fueron conducidos por Agentes del F-2 a dichas dependencias; si se enteraron de su muerte; si recuerdan la existencia de grupos de izquierda que operaran en el Departamento de Caldas y concretamente en Manizales; las autoridades que indagaban acerca de los dos ex guerrilleros asesinados; y cuántas veces fueron puestos a disposición del F-2 tanto ellos como sus familiares; 3) interrogar a 7 agentes de la policía identificados por el Juzgado en su resolución y, preguntarles si al grupo de inteligencia tenían acceso los demás agentes del F-2, así como el nombre de otros agentes que trabajaron en esa época; 4) realizar inspección judicial a la minuta de guardia a fin de determinar qué función concreta desempeñaban los agentes indagados los días 22 y 23 de marzo de 1988, si se ausentaron de sus trabajos y por qué motivo; 5) tomar el testimonio a distintas personas identificadas para que declararan sobre la conducta y comportamiento de las personas indagadas
.

116. El 30 de abril de 1992 el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín accedió a la práctica de las pruebas solicitadas por el defensor de dos de los imputados y en consecuencia, ordenó al Cuerpo Técnico de la Policía Judicial, en el plazo de 30 días: 1) efectuar inspección judicial a los libros en la Oficina de Personal para determinar si en marzo de 1988, las tres personas imputadas pertenecían al F-2 de Manizales o si prestaban sus servicios en otra División Policial; 2) determinar en Libro de Minuta de la SIJIN de Caldas, qué misiones y órdenes de trabajo cumplieron en ese organismo y si tuvieron alguna misión específica en el frente subversivo; 3) oficiar a la Procuraduría Regional de Caldas para que informaran si se adelantó en contra de los tres imputados o se adelanta investigación por la muerte de los ex guerrilleros del M-19 James Zapata y José Heriberto Ramírez
.

117. El 8 de junio de 1992, la Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Administrativa comisionó al Procurador Departamental de Antioquia para que enviara copia de las diligencias realizadas por el Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Manizales conforme a la comisión impartida por el Juzgado de Instrucción de Orden Público el 3 de abril de 1992
, lo cual fue realizado el 25 de junio de 1992
.

118. El 9 de septiembre de 1992, la Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Policía Administrativa declaró abierta la averiguación disciplinaria con el fin de clarificar la conducta de miembros de la Policía Nacional pertenecientes a la SIJIN del Departamento de Policía de Caldas: sargento Néstor Martínez, Agentes Luis Arnulfo Giraldo Marín, Oscar Gutiérrez Giraldo, Jorge Enrique García y Héctor Favio Ospina Salcedo
.

119. El 9 de agosto de 1993, la Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Policía Administrativa ordenó el archivo de las diligencias por encontrarse la acción disciplinaria prescrita por haber transcurrido más de cinco años, contados a partir del último acto constitutivo de falta disciplinaria, conforme al artículo 12 de la Ley 25 de 1994
. 

120. El 14 de abril de 1994, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado resolvió el recurso de apelación en contra del auto de 9 de diciembre de 1993 proferido por el Tribunal Administrativo de Caldas que inadmitió la demanda presentada por la señora Mariscela Valencia por haber operado la caducidad de la acción
.  La Sala de lo Contencioso Administrativo confirmó el auto de 1993, indicando que una demanda debía haber sido presentada en el término de dos años desde el momento en el que los demandantes “tuvieron certeza del fallecimiento de las personas inicialmente retenidas y desaparecidas en manos de los militares del F-2”
.

121. El 7 de junio de 2006 se habría reasignado la investigación al Fiscal 17 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, el cual habría avocado conocimiento y ordenado la práctica de otras pruebas.  El 22 de septiembre de 2008, el Cuerpo Técnico de Investigación de Manizales de la Fiscalía Especializada en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario notificó personalmente a la señora Mariscela Valencia que debía comparecer ante la Fiscalía 17 Especializada en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario con sede en Bogotá para que fuera escuchada en diligencia de ampliación de la declaración dentro de la investigación
.

122. A la fecha, la investigación continúa en etapa preliminar y en averiguación de responsables
 a pesar de los esfuerzos realizados por los familiares de las víctimas ejecutadas por más de veinte años, a fin de descubrir la verdad sobre lo ocurrido y buscar justicia por los crímenes cometidos.
B.
Consideraciones de derecho 
1.
Derecho a la libertad personal (artículo 7 de la Convención Americana), en relación con el deber de garantía (artículo 1.1 de la Convención Americana) 
123. El artículo 7 de la Convención Americana consagra que

1.    Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2.    Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3.    Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4.    Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

5.    Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso.  Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.

6.    Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.

124. La Comisión nota que en su Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia de 1993, indicó que 
[e]l derecho a la libertad personal fue tratado ampliamente en el informe de la Comisión del año 1981, en consideración al gran número de denuncias que existían por violaciones a este derecho.  Actualmente las detenciones arbitrarias, políticas o presumiblemente políticas, se han convertido en selectivas, en lugar de masivas, y en muchas ocasiones tienen lugar como un paso previo a la desaparición de una persona.  La detención arbitraria, de acuerdo con información suministrada a la CIDH, es una violación que afecta a todo el conglomerado social en Colombia
.
125. Asimismo, en su Informe de 1993, la Comisión señaló que durante su visita in loco tuvo oportunidad de conocer, por testimonio directo de los organismos no gubernamentales de derechos humanos y de representantes de otras instituciones universitarias, profesionales y religiosas, el carácter eminentemente selectivo que tenían las órdenes de detención cumplidas por la Policía y el Ejército, la mayoría de las cuales estarían dirigidas a la detención de personas vinculadas directa o indirectamente con la subversión, a sindicalistas presuntamente sindicados de actuar como instrumentos perturbadores de la paz social en coordinación con los movimientos subversivos, y amigos, familiares y allegados a estas personas, o a líderes y activistas de derechos humanos, a quienes se prejuzgaba, por su acción de defensa de tales derechos, como colaboradores de la subversión
.  
126. Tanto la Corte Interamericana como la Corte Europea de Derechos Humanos y el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria de las Naciones Unidas han dado especial importancia al pronto control judicial de las detenciones a efecto de prevenir las arbitrariedades. Una persona que ha sido privada de su libertad sin ningún tipo de control judicial debe ser liberada o puesta inmediatamente a disposición de un juez, pues el cometido esencial del artículo 7 de la Convención es la protección de la libertad personal contra la interferencia del Estado. La Corte destacó que la falta de reconocimiento de la detención de un individuo es una completa negación de las garantías que deben ser otorgadas y una más grave violación del artículo en cuestión
.
127. En el mismo sentido, la Corte ha señalado que, al protegerse la libertad personal, se está salvaguardando tanto la protección de la libertad física de los individuos como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de garantías puede resultar en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los detenidos de las formas mínimas de protección legal
.  Asimismo, la prohibición de detenciones arbitrarias constituye un resguardo esencial para la seguridad ciudadana, en la medida que impide que los mecanismos legales creados para defender la seguridad de todos los habitantes se utilicen con el fin de violar derechos humanos protegidos por la Convención.

128. A efecto de determinar si una detención es compatible con las normas de los párrafos 2 y 3 del artículo 7 de la Convención Americana deben seguirse tres pasos: 1) en primer término debe determinarse la legalidad de la detención en sentido material y formal, a cuyo efecto se debe constatar si ésta es compatible con la legislación interna del Estado de que se trate; 2) en segundo término, deben analizarse dichas normas internas a la luz de las garantías establecidas en la Convención Americana, a fin de establecer si son arbitrarias; 3)  finalmente, si la detención cumple los requisitos establecidos en una norma de derecho interno que sea compatible con la Convención Americana, debe determinarse si la aplicación de dicha disposición al caso concreto ha sido arbitraria
.

129. En este caso existen varios testimonios de personas que o bien estuvieron presentes o bien tomaron conocimiento referencial de los antecedentes y la forma en que las víctimas fueron detenidas y sacadas del establecimiento público en el que se encontraban.  Estos testimonios revelan un nivel sustancial de consistencia y uniformidad sobre los puntos principales de los hechos, es decir, que James Zapata y José Heriberto Ramírez habrían sido objeto de detenciones previas; que ambos se encontraban en el restaurante “La Vasconia” el 22 de marzo de 1988; que un grupo de cuatro personas que se identificó como perteneciente al F-2 llegó al establecimiento público y que se los llevó de allí; que las víctimas ejecutadas fueron vistas con vida por última vez en custodia de estas personas; que los cuerpos de las víctimas ejecutadas aparecieron en una finca al día siguiente; y que familiares de al menos una de las víctimas habían sido objeto de hostigamiento por parte de agentes estatales antes y después de su ejecución.
130. La captura de las víctimas ejecutadas constituyó un acto de desviación de poder, ya que no se realizó con el fin de llevarlo ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales a fin de que éste decidiera, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordenara su libertad si el arresto o la detención hubieran sido ilegales, conforme al artículo 7.6 de la Convención. Por el contrario, se llevó a cabo con uso de intimidación y violencia, abiertamente en presencia de múltiples testigos, identificándose como miembros de la F-2 de la policía, sin ningún tipo de explicación sobre los motivos de la detención y con el evidente resultado de la ejecución de las mismas. 
131. La Comisión concluye que con base en el contexto de la época, las circunstancias específicas del caso y la falta de investigación del Estado, el Estado de Colombia violó el artículo 7 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento en perjuicio de James Zapata y José Heriberto Ramírez.
2.
Derecho a la Vida (artículo 4 de la Convención Americana) en relación con la Obligación de Respetar los Derechos (artículo 1.1 de la Convención) 

132. El artículo 4.1 de la Convención Americana consagra el derecho a la vida. Dicho artículo establece que:

1.
Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

133. El derecho a la vida reviste especial importancia porque es el presupuesto esencial para la realización de los demás derechos. El derecho a la vida es de importancia fundamental dentro del sistema de garantías de la Convención Americana en cuyo artículo 27.2 se encuentra consagrado como uno de los que no pueden ser suspendidos en caso de guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de los Estados partes en dicho instrumento internacional.

134. La violación de los derechos humanos protegidos por la Convención puede comprometer la responsabilidad internacional de un Estado parte sea porque la violación es perpetrada por sus propios agentes o bien –aunque al principio no sean directamente atribuibles al Estado por haber sido cometidas por un particular-, cuando no se haya podido determinar quien ha sido el  autor de la misma debido a la falta de diligencia del Estado para prevenir razonablemente la violación, o tratarla conforme a lo que establece la Convención. 

135. En consecuencia resulta crucial determinar si el acto ilícito ha contado con la participación, el apoyo o la tolerancia de agentes estatales o ha resultado del incumplimiento, por parte del Estado, de su obligación de prevenir razonablemente las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente a efecto de identificar y sancionar a los responsables y reparar adecuadamente a la víctima o sus familiares por los perjuicios causados. 

136. Según ha señalado la Corte en su jurisprudencia, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él.  El cumplimiento del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción.  Esta protección activa del derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda institución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas
.
137. En el presente caso existen indicios de participación de agentes estatales en el secuestro y posterior ejecución de las víctimas Zapata y Ramírez.  La CIDH observa al respecto que estos indicios no se han podido corroborar mediante una investigación efectiva y, observándolos en su conjunto y en su contexto, determina que la prueba documental y testimonial ofrecida confirma el involucramiento de agentes del Estado en la violación del derecho a la vida mediante actos de colaboración u omisión.  En ese sentido, la Comisión observa que se encuentran presentes varios elementos que tienen que ser considerados al momento de establecer si el Estado colombiano violó o no la Convención, con base en las circunstancias que rodearon la ejecución de las víctimas.

138. Como consta en el informe, en primer lugar, existen varios testimonios de personas que revelan un nivel sustancial de consistencia y uniformidad sobre los puntos principales de los hechos, es decir, que James Zapata y José Heriberto Ramírez habrían sido objeto de detenciones previas; que ambos se encontraban en el restaurante “La Vasconia” el 22 de marzo de 1988; que un grupo de cuatro personas que se identificó como perteneciente al F-2 llegó al establecimiento público y que se los llevó de allí; que las víctimas ejecutadas fueron vistas con vida por última vez en custodia de estas personas; que los cuerpos de las víctimas ejecutadas aparecieron en una finca al día siguiente; y que familiares de al menos una de las víctimas habían sido objeto de hostigamiento por parte de agentes estatales antes y después de su ejecución.    
139. En el mismo sentido, la argumentación relativa a las detenciones, la falta de prueba respecto de que éstas se efectuaran legal o justificadamente, las versiones de las partes, la documentación relativa a la escena del crimen que carece de detalles suficientes sobre el levantamiento y la prueba hallada en la zona, la inhumación de los cadáveres sin identificarlos ni recolectar mayores pruebas y la falta de investigación generalizada de los hechos, permiten inferir la participación estatal de personas actuando como agentes estatales en el presente caso.  

140. En segundo lugar, la Comisión observa que la ejecución de James Zapata y José Heriberto Ramírez  presenta características que se enmarcan en las conductas denunciadas por distintos medios de comunicación, por Naciones Unidas y por la propia Comisión para la época, que consistía en que los organismos de seguridad del Estado, amparados de amplias facultades otorgadas en el marco del estado de sitio cometían actos que en ocasiones constituyeron desaparición forzada, ejecuciones, tortura y detenciones arbitrarias
. 
141. Respecto del contexto existente en Colombia en el momento de los hechos, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de Naciones Unidas señaló en su Informe sobre la visita realizada en Colombia en 1988, que las desapariciones forzadas se caracterizaban en Colombia por su corta duración y que en 
muchos casos de detención legal o de secuestro, el cuerpo de la víctima aparece a las pocas horas o días después, invariablemente torturado, a veces mutilado.  Técnicamente, esos casos se considerarían "aclarados" en el lenguaje del Grupo de Trabajo aun antes de ser objeto de denuncia, pero es indudable que puede tratarse de casos de ejecución sumaria o arbitraria y de tortura
. 
142. Adicionalmente, el Grupo de Trabajo indicó que: 
En general, después de sopesar el material disponible, el Grupo de Trabajo opina que en la mayoría de los casos comunicados, las pruebas indirectas permiten sospechar -y las informaciones disponibles demuestran- la participación de unidades de las fuerzas armadas o de los servicios de seguridad en las desapariciones forzadas o involuntarias
.

143. En tercer lugar y, ante el indicio consistente de que hubo una detención y ejecución extrajudicial por parte de funcionarios estatales, las autoridades colombianas no han establecido una investigación interna diligente y efectiva, tendiente a establecer las responsabilidades del caso.  El proceso iniciado a raíz de la ejecución de las víctimas apenas se encuentra en fase preliminar aún cuando han transcurrido más de 20 años de ocurridos los hechos.  Tampoco se inició un proceso administrativo interno y no se recopiló material probatorio alguno como por ejemplo, el que se ubicare en la escena del crimen o se interrogara al señor Fernando Gómez Chica sobre el personal de la F-2 que se presume le brindaba seguridad, que permitiera encausar una investigación diligente. 
144. La Comisión observa que, conforme se encuentra establecido en los hechos probados, las personas que fueron identificadas como sospechosos no colaboraron en la investigación de los hechos que rodearon la ejecución de las víctimas, limitándose solamente a negar las violaciones imputadas así como alguna conexión con los hechos del caso.  Asimismo, el Estado no ha aportado prueba que desacredite el dicho de los testigos presenciales y de referencia respecto de la participación de agentes del F-2 de la policía en las ejecuciones.  
145. En ese sentido, la Comisión recuerda que conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana las carencias o defectos en la investigación que perjudiquen la eficacia para establecer la causa de la muerte o para identificar a los responsables o intelectuales suponen el incumplimiento de la obligación de garantizar el derecho a la vida
.  Asimismo, la Comisión nota que constituye reiterada jurisprudencia de la Corte Interamericana que en casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, tortura y otras graves violaciones a los derechos humanos, la realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento fundamental y condicionante para la garantía y protección de ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad personal, la integridad personal y la vida
. 
En esos casos las autoridades estatales deben realizar esa investigación como un deber jurídico propio, más allá de la actividad procesal de las partes interesadas, por todos los medios legales disponibles, y orientada a la determinación de la verdad. Además, dependiendo del derecho que se encuentre en riesgo o del que se alegue la violación, como en este caso la vida, la investigación debe procurar la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales.

146. En el presente caso, los cadáveres de las víctimas fueron reconocidos por sus familiares únicamente a través de las prendas que vestían en el momento de los hechos, las cuales les fueron mostradas los días 4 y 5 de abril de 1988 ya que los cadáveres habían sido inhumados como N.N. el 25 de marzo de 1988.  Tras la identificación de los cadáveres, las autoridades no realizaron diligencia alguna para su exhumación ni para recolectar pruebas en el lugar donde aparecieron.  En este sentido, la Comisión nota que conforme a los Principios Relativos a una Eficaz Prevención e Investigación de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias de 1989, y concretamente los Principios 12 y 13:

No podrá procederse a la inhumación, incineración, etc. del cuerpo de la persona fallecida hasta que un médico, de ser posible experto en medicina forense, haya realizado una autopsia adecuada. Quienes realicen la autopsia tendrán acceso a todos los datos de la investigación, al lugar donde fue descubierto el cuerpo, y a aquél en el que suponga que se produjo la muerte. Si después de haber sido enterrado el cuerpo resulta necesaria una investigación, se exhumará el cuerpo sin demora y de forma adecuada para realizar una autopsia…

El cuerpo de la persona fallecida deberá estar a disposición de quienes realicen la autopsia durante un período suficiente con objeto de que se pueda llevar a cabo una investigación minuciosa. En la autopsia se deberá intentar determinar, al menos, la identidad de la persona fallecida y la causa y forma de la muerte. En la medida de lo posible, deberán precisarse también el momento y el lugar en que ésta se produjo. Deberán incluirse en el informe de la autopsia fotografías detalladas en color de la persona fallecida, con el fin de documentar y corroborar las conclusiones de la investigación. El informe de la autopsia deberá describir todas y cada una de las lesiones que presente la persona fallecida e incluir cualquier indicio de tortura.

147. Por consiguiente, y con base en el análisis efectuado anteriormente, la Comisión concluye que el Estado violó el artículo 4 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1 del mencionado instrumento en perjuicio de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos.

3.
Derecho a la Integridad Personal (artículo 5 de la Convención Americana) en relación con la Obligación de Respetar los Derechos (artículo 1.1 de la Convención) 

148. El artículo 5(1) de la Convención Americana establece que:

toda persona tiene derecho a que se le respete su integridad física, psíquica y moral, y en su inciso 2, que nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  Toda persona privada de la libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

149. Ha sido acreditada la detención ilegal y su posterior ejecución extrajudicial de James Zapata y José Heriberto Ramírez imputable al Estado de Colombia.  En relación con ello, cabe recordar que el estado de detención ilegal y arbitraria de por sí coloca a la víctima en una situación de vulnerabilidad de la cual surge el riesgo de que se violen otros derechos como el derecho a la integridad personal y de ser tratada con dignidad
.

150. En relación con el tiempo que pudieron haber sido mantenidos ilegalmente detenidas las víctimas, cabe referir que aún cuando no obran en el expediente elementos probatorios que permitan definir con exactitud cuál fue su duración antes de proceder a su ejecución, la Comisión considera que, conforme los criterios establecidos por la Corte
, basta que la detención haya durado tan sólo unos instantes para que haya podido configurarse una violación de su integridad psíquica y moral. 
151. Adicionalmente, la Comisión considera un hecho probado, de conformidad con las necropsias realizadas que, además de presentar impactos de arma de fuego, al menos uno de los cadáveres de las víctimas presentaba señales de atadura de muñecas, fracturas y laceraciones.  Asimismo, la CIDH observa que las fotografías mostradas a los familiares para el reconocimiento de las víctimas, a la luz de las circunstancias en las que ocurrieron los hechos, contribuyen a comprobar lesiones que implicarían la violación del derecho a la integridad personal de las víctimas ejecutadas.  Aunado a lo anterior, la CIDH toma en consideración que el Estado no realizó alegatos sobre este derecho más allá de negar la responsabilidad de agentes estatales en general.   

152. En cuanto al elemento subjetivo de la tortura, tanto en los instrumentos como en la jurisprudencia internacional se define como la intervención de una voluntad deliberadamente dirigida a obtener ciertos fines, como obtener información de una persona, o intimidarla o castigarla
. Concretamente, el artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, firmado por Colombia el 9 de diciembre de 1985, señala que:
Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. 

153. En el presente caso, existe prueba consistente por medio de la cual se establece que las víctimas habían sido detenidas y liberadas en ocasiones anteriores, que se les identificaba con el M-19, movimiento al que habían pertenecido y que, al menos una de ellas, había referido a que era sujeto de persecución policial.  Lo anterior, visto a la luz de la información que consta expresamente en al menos una de las necropsias realizadas, así como de las fotografías tomadas de los cadáveres, hace razonable inferir que las víctimas ejecutadas padecieron angustia, temor y sufrimiento y por consiguiente, denotaría la existencia de tratos crueles, inhumanos o degradantes desde el momento de su secuestro y hasta el momento de su ejecución.
154. Ahora bien, según los criterios establecidos por la jurisprudencia internacional, sobre el Estado recae la presunción de responsabilidad por los maltratos que exhibe una persona que ha estado bajo la custodia de agentes estatales.
 Sin embargo, durante el trámite del presente caso ante la Comisión, el Estado de Colombia no suministró información sobre el origen, causas o responsables de los signos visibles de maltrato físico que presentaban los cadáveres cuando fueron sujeto a exámenes por parte de las autoridades competentes.

155. En consecuencia, con fundamento en los testimonios existentes, el estado en que se encontraron los cadáveres, las lesiones presentadas, las necropsias realizadas y las fotografías tomadas, así como demás medios probatorios relacionados en el presente informe, la Comisión establece que el Estado es responsable por la violación, en perjuicio en perjuicio de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos, del derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5 de la Convención, en concordancia con el artículo 1.1 de la misma.

156. Por otra parte, los peticionarios alegaron que las lesiones descritas en los informes de necropsia y las que se podían apreciar en las fotografías mostradas a los familiares de James Zapata y José Humberto Ramírez; el hecho de que se enteraran de la muerte de sus seres queridos cuando éstos ya habían sido enterrados; la persecución que habrían sufrido y la falta de investigación, causaron en los familiares angustia, incertidumbre y sufrimiento al verse expuestos a la arbitrariedad de las autoridades que fueron creadas para protegerlos.  El Estado no presentó alegatos en este sentido.
157. La pérdida de un familiar causa dolor y sufrimiento emocionales a todos los miembros del círculo familiar inmediato
. La ejecución extrajudicial de cualquier persona de por sí es una grave violación a los derechos fundamentales. La Corte Interamericana ha señalado que “es característico de la naturaleza humana” que una persona que es sometida a serios actos de violencia y abuso “experimente sufrimiento moral”
.  En consecuencia, "no se requieren pruebas para llegar a esta conclusión"
. 

158. De los hechos que han sido descritos a lo largo del presente informe es evidente que tanto las víctimas ejecutadas como los miembros de su familia inmediata han experimentado sufrimientos morales, sensaciones de inseguridad, frustración e impotencia
 como consecuencia de su detención ilegal y ejecución extrajudicial.  Al respecto, la Comisión recuerda que conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana “los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez víctimas”
.  
159. En ese sentido, el Estado es además responsable por no haber investigado seriamente la detención ilegal y ejecución de las víctimas James Zapata y José Heriberto Ramírez. En relación con ello, la Corte ha establecido que la ausencia de recursos efectivos constituye una fuente de sufrimiento y angustia adicionales para los familiares de las víctimas
, quienes en el presente caso, a más de 22 años de la ejecución de sus seres queridos han buscado pero no han encontrado justicia, conforme será desarrollado en el análisis respecto a la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana (infra).
160. En síntesis, la Comisión considera que las anteriores circunstancias generan a los familiares sufrimiento, angustia, inseguridad, frustración e impotencia ante las autoridades estatales
, razón por la cual pueden ser considerados como víctimas de violación a su derecho a la integridad personal
.  En consecuencia, la Comisión concluye que el Estado violó el artículo 5 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de James Zapata Valencia y José Humberto Ramírez. 
4.
Derechos del niño (artículo 19 de la Convención Americana), en relación con el deber de garantía (artículo 1.1 de la Convención Americana)
161. El artículo 19 de la Convención Americana dispone que “[t]odo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.”  Al respecto, la Comisión destaca que la detención ilegal y ejecución de José Heriberto Ramírez tuvo lugar cuando éste contaba con 16 años de edad, con base en la declaración rendida ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas) por la señora Herminia Londoño Llanos, hermana de la víctima el 4 de abril de 1988, tal y como se encuentra probado ante esta Comisión.  El Estado ha contado con la anterior información desde 1988 por lo que ha tenido la oportunidad de controvertirla durante el trámite ante la Comisión.  Por tanto, con base en el hecho no controvertido por el Estado de que José Heriberto Ramírez era un niño al momento de los hechos, la Comisión analizará iura novit curia el artículo 19 de la Convención.
162. En ese sentido, la Corte ha establecido que la Convención Americana y la Convención sobre los Derechos del Niño, forman parte de un comprensivo corpus juris internacional de protección de los niños que sirve para “fijar el contenido y los alcances de la disposición general contenida en el artículo 19 de la Convención Americana”
.

163. La Corte ha expresado que “los niños poseen los derechos que corresponden a todos los seres humanos – menores y adultos – y tienen además derechos especiales derivados de su condición, a los que corresponden deberes específicos de la familia, la sociedad y el Estado”
. En relación con los niños, rige el principio del interés superior de los mismos, que se funda en sus características propias, en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así como en la dignidad propia del ser humano
.
164. En este sentido, la Comisión considera que a la luz de los derechos del niño y conforme a la información que le constaba, el Estado debió haber tomado medidas suficientes para buscar al niño Ramírez Llanos una vez denunciado su secuestro.  Asimismo, la CIDH considera que la investigación de lo sucedido a la víctima debió haber tomado en cuenta las características del niño y los deberes especiales del Estado respecto de él.  Ninguna de estas consideraciones estuvo presente en relación con los mecanismos de búsqueda que se pudieran haber activado ni respecto de la investigación de su secuestro y ejecución.
165. En razón de lo expuesto, la Comisión considera que el Estado es responsable por la violación del artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo, en perjuicio de José Heriberto Ramírez Llanos.

5.
El derecho a las garantías y la protección judicial (artículos 8.1 y 25.1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con los familiares de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos. 

166. El artículo 8.1 de la Convención Americana establece que:

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

167. Por su parte, el artículo 25.1 de la Convención consagra que:

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

168. La Comisión recuerda que es un principio básico del derecho de la responsabilidad internacional del Estado, recogido en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que todo Estado es internacionalmente responsable por actos u omisiones de cualesquiera de sus poderes u órganos en violación de los derechos internacionalmente consagrados, según el artículo 1.1 de la Convención Americana
.  En este sentido, los artículos 8 y 25 de la Convención concretan los alcances del anterior principio, con referencia a las actuaciones y omisiones de los órganos judiciales internos
.

Es, pues, claro que, en principio, es imputable al Estado toda violación a los derechos reconocidos por la Convención cumplida por un acto del poder público o de personas que actúan prevalidas de los poderes que ostentan por su carácter oficial.  No obstante, no se agotan allí las situaciones en las cuales un Estado está obligado a prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos, ni los supuestos en que su responsabilidad puede verse comprometida por efecto de una lesión a esos derechos.  En efecto, un hecho ilícito violatorio de los derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra de un particular o por no haberse identificado al autor de la trasgresión, puede acarrear la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos requeridos por la Convención
.

169. La Comisión nota que si bien la obligación de investigar es una obligación de medios y no de resultado, dicha obligación 

[…] debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios
.

170. En el presente caso, los peticionarios rechazan el argumento del Estado colombiano según el cual no existe prueba de participación de agentes estatales en la muerte de James Zapata y José Ramírez ya que no se ha producido una decisión interna que así lo declare.  Consideran inadmisible que el Estado pretenda obtener a su favor el resultado de impunidad en la que se encuentra el caso, después de que han trascurrido más de 22 años desde que ocurrieron los hechos.  Los peticionarios alegan que la investigación judicial no fue asumida por las autoridades como un deber jurídico propio ni como una acción encaminada a producir los resultados para los cuales se encuentra establecido.  Señalan que el proceso fue remitido sistemáticamente de despacho en despacho, por lo que se obstaculizó a los familiares de James Zapata y de José Heriberto Ramírez la posibilidad de dar un seguimiento periódico a las actuaciones judiciales.
171. El Estado alega que en el ámbito interno sí ha existido actividad procesal destinada al cumplimiento de los deberes de investigación, juzgamiento y, si fuera el caso, sanción de los responsables, así como reparación en relación con los hechos.  El Estado alega que la obligación de investigar es de medio y no de resultado y, por lo tanto, el simple transcurso del tiempo sin que se haya llegado a una decisión definitiva no puede ser considerado como una violación a los artículos 8 y 25 de la Convención.  El Estado alega que el acceso a los mecanismos judiciales por parte de los familiares de las víctimas ha sido evidente y que éstos renunciaron a su derecho a ser reparados ante el eventual actuar ilegal de agentes del Estado, al no haber acudido ante la jurisdicción contenciosa administrativa en el término establecido por la ley.  Por último y, en relación con el procedimiento disciplinario, alega que los funcionarios tuvieron únicamente un año para agotar las etapas de investigación disciplinaria antes de  declarar prescrita la acción el 9 de agosto de 1993.
172. La Comisión recuerda que 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene por fin proporcionar al individuo medios de protección de los derechos humanos reconocidos internacionalmente frente al Estado.  En la jurisdicción internacional, las partes y la materia de la controversia son, por definición, distintas de la jurisdicción interna.

173. En relación con la posibilidad de los órganos del Sistema de analizar los procesos internos, la Corte Interamericana ha establecido lo siguiente:
[E]l esclarecimiento de presuntas violaciones por parte de un Estado de sus obligaciones internacionales a través de sus órganos judiciales, puede conducir a que [la Comisión y la Corte] deba[n] ocuparse de examinar los respectivos procesos internos. A la luz de lo anterior, se deben considerar los procedimientos internos como un todo y que la función del tribunal internacional es determinar si la integralidad de los procedimientos fue conforme a las disposiciones internacionales
. 

174. A continuación, la Comisión analizará la debida diligencia por parte del Estado en los procedimientos abiertos a nivel interno en relación con la muerte de James Zapata y José Heriberto Ramírez, con el fin de determinar si éstos se desarrollaron con respeto a las garantías judiciales, en un plazo razonable, y si han ofrecido un recurso efectivo para asegurar los derechos de acceso a la justicia, a la verdad de lo sucedido y a la reparación de los familiares de las víctimas.
175. La CIDH recuerda que en casos como el presente es de especial importancia “que las autoridades competentes adopten las medidas razonables para asegurar el material probatorio necesario para llevar a cabo la investigación
”. Al respecto, la jurisprudencia constante de la Corte Interamericana establece que “la eficiente determinación de la verdad en el marco de la obligación de investigar una muerte que pudo deberse a una ejecución extrajudicial, debe darse desde las primeras diligencias con toda acuciosidad” y debe tomar en cuenta el Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales
.  En ese sentido,

[l]as autoridades estatales que conducen una investigación deben, inter alia, a) identificar a la víctima; b) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte; c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier procedimiento o práctica que pueda haberla provocado, y e) distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados
.

176. La Comisión observa que en el presente caso las actas de levantamiento de los dos cadáveres encontrados en la Finca “Taparcal” el 23 de marzo de 1988, no indican si en el lugar de los hechos se pudo recuperar vainillas, proyectiles u otra evidencia.  Tampoco los informes de necropsia de 25 de marzo de 1988 señalan si se recuperó o no algún proyectil dentro de los cuerpos de las presuntas víctimas.  La Comisión considera que lo anterior es una muestra clara de la falta no sólo de aseguramiento de la prueba relativa a los hechos, sino también la carencia de realización de diligencias indispensables para la investigación de los hechos.
177. Por otro lado, el artículo 8.1 de la Convención establece como uno de los elementos del debido proceso es que los tribunales decidan los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable por un juez competente. En este sentido, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales
.  La razonabilidad del plazo se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento penal
.
178. La CIDH considera que para establecer si una investigación ha sido realizada con prontitud, es necesario considerar una serie de factores, como el tiempo transcurrido desde que se cometió el delito, si la investigación ha pasado de la etapa preliminar, las medidas que han adoptado las autoridades, así como la complejidad del caso
.  Asimismo, la Comisión recuerda que la Corte Interamericana ha establecido que una demora prolongada puede llegar a constituir por sí misma una violación de las garantías judiciales, por lo que corresponde al Estado exponer y probar la razón por la cual se ha requerido más tiempo del razonable para dictar sentencia definitiva en un caso particular
, hecho que no ha realizado en el presente caso.

179. Por tanto, según los términos del artículo 8.1 de la Convención, la Comisión tomará en consideración, a la luz de las circunstancias concretas del caso los tres elementos que ha tomado en cuenta en su jurisprudencia constante, a saber: a) la complejidad del asunto, b) la conducta de las autoridades judiciales, y c) la actividad procesal del interesado
.
180. En cuanto a la complejidad del asunto, la Comisión nota que el asunto no era complejo.  Sin embargo, no se realizaron diligencias iniciales indispensables señaladas anteriormente ni ninguna otra diligencia que pudiera haber ayudado al esclarecimiento de los hechos.  En este sentido, la Comisión observa que a pesar de que el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal de Chinchiná, Caldas, solicitó al Comandante de la Policía de Palestina, Caldas, el 11 de abril de 1988 que se adelantaran las gestiones necesarias para el esclarecimiento de los hechos, no se realizó una sola diligencia en este sentido.
181. La Comisión observa, conforme a los hechos probados, que desde el 26 de marzo de 1988 hasta el 5 de julio de 1988, las autoridades judiciales únicamente tomaron la declaración a familiares de las víctimas y a personas identificadas por éstos como testigos, pero no realizaron ninguna diligencia con base en la información que obraba en el expediente y que indicaba que James Zapata y José Ramírez habían pertenecido al M-19, eran activistas políticos y que agentes de la Policía del F-2 podrían haber participado en su muerte.    
182. Igualmente, se encuentra probado ante esta Comisión que del 5 de julio de 1988 al 19 de febrero de 1992, fecha en la que avocó conocimiento de las diligencias preliminares el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, no se realizó una sola diligencia para el esclarecimiento de los hechos y que el proceso estuvo inactivo.  
183. A pesar de que a partir del 19 de febrero de 1992 se volvió a activar la investigación con base en las diligencias ordenadas por el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín y la toma de declaración de los testimonios de los familiares, distintos testigos e incluso se procesó a varios policías, la investigación se volvió a retrotraer a su etapa preliminar el 3 de abril de 1993, etapa en la que continúa al día de hoy después de haber transcurrido 22 años desde que ocurrieron los hechos.  La Comisión no cuenta con información sobre la existencia de actuaciones posteriores al 25 de junio de 1992, a pesar de haberlo solicitado por escrito
.  
184. En segundo lugar, en relación con la conducta de las autoridades, la Comisión nota que en el presente caso la actuación de las autoridades ha sido deficiente y sin la debida diligencia.  Al respecto, la CIDH concluyó anteriormente que Colombia no realizó las diligencias necesarias de investigación de los hechos (supra) y ha habido periodos de inactividad por parte de las autoridades (supra). 
185. Finalmente, en cuanto a la actividad procesal de los interesados, la Comisión nota que, al tratarse de una muerte, es decir, de un delito de acción pública, el Estado tiene el deber de llevar a cabo una investigación de oficio, sin necesidad que exista una participación de los interesados.  Independientemente de ello, consta en autos que los familiares de James Zapata y José Ramírez rindieron declaraciones oportunamente en múltiples ocasiones tanto en el año 1988 como en el año 1992, a pesar del traslado del expediente a distintos juzgados e incluso jurisdicciones, ubicados en lugares distantes de Manizales como lo estaba el Juzgado de Orden Público de Medellín.  Adicionalmente, la señora Valencia participó en el Foro de Personeros Caldenses el 4 de abril de 1990 para denunciar los hechos y escribió a la Consejería Presidencial para la Defensa de los Derechos Humanos en septiembre de 1990 para solicitar ayuda en la investigación, señalando que no podía contratar un abogado por falta de recursos económicos.
186. Con base en las anteriores consideraciones, la CIDH considera que en el caso de autos hubo una violación del plazo razonable en el proceso penal. La Comisión advierte que habiendo transcurrido más de 20 años de ocurridos los hechos, el proceso penal continúa abierto, sin que se haya procesado y eventualmente a los responsables, lo cual ha sobrepasado excesivamente el plazo que puede considerarse razonable para estos efectos.
187. La Comisión desea resaltar que han pasado 22 años desde que sucedieron los hechos sin que a la fecha exista una sentencia de primera instancia que determine lo acontecido el 22 de marzo de 1988. La Comisión nota además que no existen mayores perspectivas de efectividad en la investigación de la muerte de James Zapata y José Ramírez, con base en la falta de realización oportuna de diligencias indispensable para el esclarecimiento de los hechos durante los años 1988 y 1989, es decir, después de ocurridos los hechos. 
188. La Comisión considera que en el presente caso ha existido una falta de diligencia en la conducción de la investigación que ha permitido la continuidad de tales actos hasta el presente y ha configurado una situación de grave impunidad.  En este sentido, la Comisión recuerda que:

la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derecho protegidos por la Convención Americana, toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares
.

189. Con base en lo desarrollado anteriormente, la Comisión concluye que en el presente caso las autoridades competentes no han respetado el derecho de los familiares de James Zapata y José Heriberto Ramírez a las garantías judiciales, ni ha otorgado un recurso efectivo para garantizar el acceso a la justicia, la determinación de la verdad de los hechos, la investigación, identificación, procesamiento y, en su caso, la sanción de los responsables, así como la reparación de las consecuencias de las violaciones.  Por lo tanto, el Estado tiene responsabilidad por la violación del derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial consagrado en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de ese mismo tratado, en perjuicio de los familiares de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez.

VI.
ACTUACIONES POSTERIORES AL INFORME No. 113/10
190. El 21 de octubre de 2010, durante su 140º período ordinario de sesiones, la Comisión aprobó el Informe de Fondo No. 113/10, conforme al artículo 50 de la Convención Americana.  En dicho informe la Comisión concluyó que la República de Colombia violó en perjuicio de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el derecho a la libertad personal, consagrados en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en concordancia con las disposiciones del artículo 1.1 del citado instrumento internacional.  Igualmente, concluyó que el Estado violó los derechos del niño de José Heriberto Ramírez Llanos, quien tenía 16 años para el momento de los hechos.  Finalmente, la CIDH concluyó que el Estado era responsable de la violación del derecho a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención en perjuicio de los familiares de las víctimas y en relación con la obligación general de respeto y garantía del artículo 1.1 de la Convención.  En consecuencia, la CIDH recomendó al Estado: (1) que realice una investigación completa, imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable de las circunstancias en la que murieron James Zapata Valencia y el niño José Heriberto Ramírez Llanos; (2) que adopte las medidas necesarias que tiendan a asegurar la debida investigación de los casos de ejecuciones perpetradas por agentes de seguridad del Estado; y (3) que repare adecuadamente a los familiares de James Zapata y José Heriberto Ramírez, teniendo en cuenta la especial condición de niño de este último, en el momento en que ocurrieron los hechos. 
191. El informe de Fondo No. 113/10 fue transmitido al Estado de Colombia el 23 de noviembre de 2010, con las recomendaciones correspondientes, y se le otorgó el plazo de dos meses para cumplir con las recomendaciones.  En la misma fecha se informó a los peticionarios sobre la aprobación del citado informe y se les solicitó que en el plazo de un mes informaran su posición respecto al sometimiento del caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la posición de las víctimas y sus datos, y en caso afirmativo, los fundamentos con base en los cuales consideraban que el caso debe ser remitido a la Corte, así como las pretensiones en materia de reparaciones y costas, todo ello conforme al artículo 44(3) del Reglamento de la Comisión.  El 21 de diciembre de 2010, los peticionarios enviaron la información solicitada, a la cual la CIDH acusó recibo mediante comunicación de 3 de enero de 2011.
192. Mediante nota DIDHD/GOI No. 1705/0088 de 13 de enero de 2011, el Estado solicitó que se le concediera al menos una prórroga de un mes para informar sobre las medidas implementadas para cumplir con las recomendaciones del Informe No. 113/10.  La Comisión, en comunicación de fecha 21 de enero de 2011 otorgó una prórroga al Estado colombiano hasta el 18 de febrero de 2011.  Los peticionarios enviaron una comunicación de fecha 17 de febrero de 2011, a la cual la CIDH acusó recibo el 24 de febrero de 2011. 
193. El Estado colombiano presentó su informe sobre medidas adoptadas para el cumplimiento de las recomendaciones realizadas por la CIDH en su Informe No. 113/10, en comunicación de 18 de febrero de 2011, recibida el 22 de febrero de 2011.  El 23 de febrero de 2011, la CIDH decidió no someter el caso a consideración de la Corte con base en la voluntad expresada por los peticionarios en comunicación de 21 de diciembre de 2010 y reiterada el 17 de febrero de 2011, de que el caso no fuera sometido a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a pesar de que no habían sido contactados por el Estado para el cumplimiento de las recomendaciones realizadas por la CIDH en su Informe No. 113/10, ya que el sometimiento del caso a la Corte conllevaría una dilatación del tiempo para que los familiares de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez obtengan un pronunciamiento internacional que ampare sus derechos y haga justicia tras 23 años de ocurridos los hechos.  Asimismo, la Comisión decidió continuar con el seguimiento de las recomendaciones cuyo cumplimiento sigue pendiente, de acuerdo a lo previsto en el artículo 51 de la Convención Americana.
194. En su 141˚ período de sesiones la Comisión consideró la información aportada por el Estado con relación al cumplimiento con las recomendaciones adoptadas en el Informe No. 113/10, como sigue:

A.
Con respecto a la recomendación que se realice una investigación completa, imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable, de las circunstancias en la que murieron James Zapata Valencia y el niño José Heriberto Ramírez Llanos. 

197.
En comunicación recibida el 22 de febrero de 2011, el Estado informó a la Comisión que la Fiscalía General de la Nación se había comprometido el 3 de febrero de 2011 a intentar “una acción de revisión una vez se practiquen las pruebas ordenadas y se pueda establecer que los efectivos de la fuerza pública favorecidos con la decisión de preclusión, participarán activamente en los hechos en que perdieron la vid[a] James Zapata y José Heriberto Ramírez”.  El Estado señaló que adicionalmente y, con el fin de dar un impulso efectivo a la investigación penal, la Fiscalía General de la Nación está explorando actualmente una nueva hipótesis en relación con lo ocurrido y ha ordenado la realización de distintas diligencias en este sentido. 
198.
Asimismo informó que la Fiscalía de conocimiento estaba pendiente de la fijación de un plan de trabajo para garantizar el impulso efectivo de la investigación, el cual se encontraba “supeditado al resultado de las pruebas que se encuentran por practicar y su resultado es el que va a permitir que el proceso investigativo fluya…”.  Con base en lo anterior, la Comisión concluye que no se ha dado cumplimiento a la recomendación. 
B.
Que se adopte las medidas necesarias que tiendan a asegurar la debida investigación de los casos de ejecuciones perpetradas por agentes de seguridad del Estado.
199.
El Estado colombiano, en comunicación recibida el 22 de febrero de 2011, presentó información detallada sobre “las numerosas medidas adoptadas con el fin de prevenir las ejecuciones perpetradas por agentes de seguridad del Estado, así como impulsar las respectivas investigaciones y, de ser el caso, reparar a las víctimas de estas conductas delictivas” desde 1998, las cuales tienen que ver con: 1) política estatal de cero tolerancia con violaciones de derechos humanos por parte de la Fuerza Pública; 2) marco normativo para sancionar las privaciones arbitrarias de la vida y las muertes de personas protegidas; 3) marco administrativo para prevenir y garantizar la no repetición de privaciones arbitrarias de la vida u homicidios en persona protegida; 4) marco judicial para garantizar la investigación, juzgamiento y sanción de los presuntos responsables de las conductas punibles que puedan constituir privaciones arbitrarias de la vida u homicidios en persona protegida; 5) marco judicial para garantizar la reparación integral por los daños causados.
200.
El Estado indicó que los esfuerzos realizados en relación con la protección y garantía de los derechos humanos así como en el impulso de políticas y directrices encaminadas a prevenir acciones delictivas de este tipo por parte de agentes del Estado y otros individuos se han reflejado en aspectos como: 1) el drástico descenso de las denuncias que se reciben por este tipo de conductas y el fortalecimiento de las políticas del Ministerio de Defensa Nacional y el Comando General de las Fuerzas Militares en materia de respeto y protección de los derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario, en el marco de las operaciones militares a nivel táctico, operacional y estratégico; 2) la impartición de instrucciones tendientes a apoyar los requerimientos que en el marco de las investigaciones realicen las autoridades judiciales competentes, respetando su independencia y autonomía.  
201.
La Comisión nota con satisfacción las medidas adoptadas por el Estado colombiano en materia de investigaciones de ejecuciones extrajudiciales.  No obstante y, dado que a la fecha las ejecuciones de James Zapata y José Heriberto Ramírez ocurridas en 1988 se encuentran en la impunidad  concluye que esta recomendación no se encuentra cumplida por el Estado de Colombia.
C.
Que se repare adecuadamente a los familiares de James Zapata y José Heriberto Ramírez, teniendo en cuenta la especial condición de niño de este último, en el momento en que ocurrieron los hechos.
202.
El Estado colombiano, en comunicación recibida el 22 de febrero de 2011, informó que había iniciado a la fecha los trámites administrativos y legales respectivos para dar aplicación a la Ley 288 de 1996
 con el fin de indemnizar adecuadamente a los familiares de las víctimas.  El Estado no informó sobre las medidas que habría adoptado para que la reparación de los familiares de José Heriberto Ramírez tenga en cuenta su especial condición de niño en el momento de los hechos. Los peticionarios indicaron en comunicación de 17 de febrero de 2011, que el Estado no les había contactado hasta esa fecha.  En consecuencia, la Comisión concluye que a la fecha de la aprobación del presente informe esta recomendación no se encuentra cumplida. 
195. En base a dichas consideraciones el 31 de marzo de 2011, la Comisión aprobó el Informe de Fondo No. 71/11, conforme al artículo 51.1 de la Convención Americana.  En dicho informe la Comisión reiteró las recomendaciones y conclusiones que fueron plasmadas en el Informe No. 113/10.
VII.
CONCLUSIONES

196. En vista de los antecedentes de hecho y de derecho analizados supra, la Comisión reitera sus conclusiones en el sentido de que la República de Colombia violó en perjuicio de James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llanos el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el derecho a la libertad personal, consagrados en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en concordancia con las disposiciones del artículo 1.1 del citado instrumento internacional.  Igualmente, concluye que el Estado violó los derechos del niño de José Heriberto Ramírez Llanos, quien tenía 16 años para el momento de los hechos.  Finalmente, la CIDH concluye que el Estado es responsable de la violación del derecho a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención en perjuicio de los familiares de las víctimas y en relación con la obligación general de respeto y garantía del artículo 1.1 de la Convención.
VIII.
RECOMENDACIONES


LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS RECOMIENDA AL ESTADO COLOMBIANO:

1. Que realice una investigación completa, imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable de las circunstancias en la que murieron James Zapata Valencia y el niño José Heriberto Ramírez Llanos. 

2. Que adopte las medidas necesarias que tiendan a asegurar la debida investigación de los casos de ejecuciones perpetradas por agentes de seguridad del Estado.

3. Que repare adecuadamente a los familiares de James Zapata y José Heriberto Ramírez, teniendo en cuenta la especial condición de niño de este último, en el momento en que ocurrieron los hechos. 

IX.
PUBLICACIÓN
197. El Informe de Fondo No. 71/11 fue notificado a ambas partes el 11 de abril de 2011, conforme al artículo 51.1 y 2 de la Convención Americana a fin de que presentaran información adicional sobre el cumplimiento de sus recomendaciones, con un plazo de tres meses para presentar su respuesta.  El 12 de abril de 2011 el Estado colombiano informó a la Comisión que se encontraba realizando e implementando todos los mecanismos y esfuerzos necesarios para dar cumplimiento a las recomendaciones y que enviará su informe dentro del plazo. 
198. El 15 de julio de 2011 el Estado presentó su informe sobre el cumplimiento de las recomendaciones formuladas por la CIDH en el Informe 71/11.  El Estado reiteró la información presentada con posterioridad a la emisión del informe de fondo 113/10 y agregó que el fiscal a cargo de la investigación se desplazó a la ciudad de Manizales entre el 18 y 20 de abril de 2011, con el fin de llevar a cabo pruebas complementarias. Asimismo informó que, con fundamento en los resultados obtenidos en comisiones de investigación realizadas en febrero y abril de 2011, se dispuso la confección de un cronograma de diligencias a practicar en los próximos veinte días hábiles, el cual incluye: obtención de documentos relacionados al hecho, diligencias de inspección judicial a instalaciones militares, ubicación de investigaciones que se relacionan con la actividad ejercida presuntamente por las dos víctimas, ubicación de personas que presumiblemente tuvieron conocimiento de los hechos, además de otras diligencias propias de la dinámica investigativa. El Estado indicó que trabajaba en el fortalecimiento de las hipótesis relacionadas con los móviles y los posibles autores de los hechos del caso.  Por otra parte, El Estado informó que fue aprobado el trámite de la Resolución que permite la aplicación de la Ley 288 de 1996 (por medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización a las víctimas de violaciones de derechos humanos) y se encuentra en trámite de obtención de las firmas de los Ministros competentes para iniciar el respectivo proceso de reparación. 
199. En virtud de las anteriores consideraciones y de conformidad con los artículos 51(3) de la Convención Americana y 47 de su Reglamento, la Comisión decide reiterar las recomendaciones establecidas supra.

200. Finalmente, la Comisión decide hacer público este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.  La Comisión, en cumplimiento de su mandato, continuará evaluando las medidas tomadas por el Estado colombiano con relación a las recomendaciones mencionadas, hasta que hayan sido totalmente cumplidas.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� De los documentos que constan en el expediente se desprende que José Heriberto Ramírez tenía 16 años de edad al momento de los hechos y con base en el principio iura novit curiae la CIDH analizará su situación en relación con los derechos del niño bajo el artículo 19 de la Convención Americana. 


� Los peticionarios señalan en su escrito de observaciones sobre el fondo de 25 de marzo de 2009, que el departamento F-2 de la Policía Nacional fue creado en 1953 con funciones de inteligencia para la investigación criminal con criterio técnico.  Su estructura fue modificada en varias ocasiones, como Departamento de Información, Policía Judicial y Estadística Criminal (DIPEC) en la década de los 70, y como Dirección de Policía Judicial e Investigación (DIJIN) desde 1983.


� Los representantes aclararon el nombre de la hermana del señor James Zapata mediante comunicación de 30 de septiembre de 2010.


� Los peticionarios se refieren en su escrito de observaciones sobre el fondo de 25 de marzo de 2009, a los medios de comunicación de la época que informaban acerca de la vinculación de un importante número de agentes de la SIJIN a investigaciones disciplinarias y penales: “En la mayoría de los casos, los uniformados efectuaron capturas de manera presuntamente irregular, horas después de las cuales los detenidos aparecían muertos””, en “19 agentes de la SIJIN con pliegos de cargos.  El Tiempo, 9 de septiembre de 1992, 9-A; “El Servicio de Investigaciones Judiciales e Inteligencia de la Policía de Barranquilla, Tunja, Villavicencio y Bogotá es responsable de la captura ilegal, desaparición y posterior asesinato de por lo menos 12 personas involucradas en actividades investigativas con esta institución”, en “Acusan a SIJIN de Desapariciones”, El Espectador, 9 de septiembre de 1992, 13-A.


� Los peticionarios se refieren en su escrito de observaciones sobre el fondo de 25 de marzo de 2009 al Informe OEA/Ser.L/V/II.53 de 30 de junio de 1981, Capítulo E. El Régimen de excepción en el ordenamiento jurídico vigente. El Estado de Sitio. Párrafo 2; OEA/Ser.L/V/II.84, Doc.39 rev., de 14 de octubre de 1993, Capítulo de Conclusiones y Recomendaciones.


� Los peticionarios señalan en su escrito de observaciones sobre el fondo de 25 de marzo de 2009 que la Ley 81 de 1886 establece que en cada distrito y municipio habría un Personero Municipal, encargado de defender los intereses de la Nación, promover la ejecución de leyes, sentencias judiciales y disposiciones administrativas, y super–vigilar la conducta oficial de los empleados públicos.  Además, la Personería Municipal hace parte del Ministerio Público.  Indican que actualmente, así lo establece el artículo 118 de la Constitución Nacional.


� El Estado se refiere en su escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de 18 de agosto de 2009, al Oficio No. D.334 del 9 de septiembre de 1999.


� Conforme al Derecho Internacional Humanitario, se considera persona protegida: los � HYPERLINK "http://www.icrc.org/Web/spa/sitespa0.nsf/html/section_ihl_wounded_sick_and_shipwrecked?OpenDocument" �heridos, los enfermos, los náufragos, los�� HYPERLINK "http://www.icrc.org/Web/spa/sitespa0.nsf/html/section_ihl_prisoners_of_war?OpenDocument" � prisioneros de guerra�, los� HYPERLINK "http://www.icrc.org/Web/spa/sitespa0.nsf/html/section_ihl_civilians_in_the_power_of_the_enemy?OpenDocument" � civiles� y otras personas que no participen en las hostilidades o hayan dejado de hacerlo, como el personal sanitario y religioso, las � HYPERLINK "http://www.icrc.org/Web/spa/sitespa0.nsf/html/section_ihl_humanitarian_workers?OpenDocument" �personas que colaboran en las operaciones de socorro�, el � HYPERLINK "http://www.icrc.org/Web/spa/sitespa0.nsf/html/section_ihl_civil_defence?OpenDocument" �personal de organizaciones de protección civil� y los mediadores.


� El Estado, en sus observaciones adicionales sobre el fondo de 18 de agosto de 2009, se refiere al párrafo 124 del Informe del Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre Desapariciones Forzadas.


� El Estado se refiere en su escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de 18 de agosto de 2009, a distintas sentencias de la Corte IDH, entre ellas: Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr.79; Caso de la “Panel Blanca” vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 75; Caso Yvon Neptune vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 180, párr. 30 y Caso Salvador Chiriboga vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179, párr. 29.


� El Estado se refiere en su escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de 18 de agosto de 2009, a Corte IDH, Caso Boyce et al. Vs. Barbados. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2007. Serie C No. 169, párr.125.


� El Estado se refiere en su escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de 18 de agosto de 2009, a Corte IDH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No.163, párr.241.


� El Estado se refiere en su escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de 18 de agosto de 2009, a CIDH. Informe No. 59/08, Caso 11.277 Eduardo Carlos Hernández y Amalia Wahibe Mariátegui Surcar (Perú), 24 de julio de 2008; CIDH Informe de Inadmisibilidad No. 48/04, Petición 12.210, Félix Román Esparragoza González y Nerio Molina Peñaloza (Venezuela), 13 de octubre de 2004, párr. 56.


� Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 48; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 48; y Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 80.


� CIDH, Informe Nº 27/99, Caso 11.697, Ramón Mauricio García-Prieto Giralt (El Salvador) de 9 de marzo de 1999, párr. 40.


� Artículo 43.1 del Reglamento de la CIDH: La Comisión deliberará sobre el fondo del caso, a cuyo efecto preparará un informe en el cual examinará los alegatos, las pruebas suministradas por las partes, y la información obtenida durante audiencias y observaciones in loco.  Asimismo, la Comisión podrá tener en cuenta otra información de público conocimiento.


� Declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina – Caldas el 5 de abril de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de la señora Herminia Londoño Llanos, hermana de José Heriberto Ramírez Llanos ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas) de 4 de abril de 1988.  En su declaración la señora Londoño declaró que José Heriberto Ramírez Llanos indicó que su hermano cumpliría 17 años el 19 de junio de 1988 y aportó su partida de nacimiento. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009; Escrito de la Dirección Seccional de Instrucción Criminal de Antioquia, Cuerpo Técnico de la Policía Judicial, Derechos Humanos dirigido a la Dra. Tosa Elena Cárdenas Roa, Responsable de la Unidad Nacional de Derechos Humanos, de 22 de agosto de 1991.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el despacho de la Personería Municipal de Chinchiná el 8 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009;   declaración de la señora Herminia Londoño Llanos ante la Personería Municipal de Chinchiná el 8 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Ampliación de declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal el 8 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radica bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009; Declaración de la señora Herminia Londoño Llanos ante la Personería Municipal de Chinchiná de 8 de junio de 1988.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Ley 35 de 1982 “por la cual se decreta una amnistía y se dictan normas tendientes al restablecimiento y preservación de la paz”. 


� Diario Oficial. Año CXVIII.N. 36133 BIS. 20 de noviembre, 1982, pág 529. Artículo 1. Existe una controversia entre los peticionarios y el Estado respecto del momento en que James Zapata y José Heriberto Ramírez se desmovilizaron.  Mientras que la madre de James Zapata mantiene que la desmovilización se produjo en 1985, el Estado mantiene que James Zapata se desmovilizó el 26 de agosto de 1986, cuando fue dejado en libertad por el Juzgado Penal Militar de Honda Tolima, el 26 de agosto de 1986, fecha en la que el Secretario de la Procuraduría Seccional de Honda (Tolima), a petición verbal de James Zapata, dejó constancia que la presunta víctima “es persona que dice haber sido del M-19 y está reincorporado a la vida civil” y “manifiesta que el documento de identificación que es la cédula se la decomisó en el F-2 de Manizales, a donde desea ir para reclamarla”.  Ver: Declaración de la testigo señora Mariscela Valencia de Zapata ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos rendida el miércoles 6 de marzo de 2002.  Transcripción de la audiencia.  Transmitida al Estado en comunicación de la CIDH de 18 de julio de 2002 y Documento suscrito por el Secretario de la Procuraduría Seccional de Honda (Tolima), a petición verbal del interesado y en las instalaciones del Batallón Patriotas Local, Oficina del Juzgado Penal Militar, Jorge Hernández Castaño, el 26 de agosto de 1986; Personería Municipal Líbano – Tolima, documento suscrito por el Personero Municipal Jorge Hernando Rangel Echeverry el 9 de enero de 1987. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� CIDH. Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia, OEA/Ser.L/V/II.84, Doc. 39 rev.14 octubre 1993, Capítulo II, C. Principales Factores y Fuentes de la Violencia Política; Documento denominado Concepción y Estructura de la OPM  (Organización Político Militar del M-19),  producto de la Sexta Conferencia del M-19, marzo de 1978.  Cita de Enrique Neira de la Revista "Guión",  Bogotá,  marzo de 1980 p. 153-162.


� Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, 3 de abril de 1992, Radicado 6252. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Ampliación de la Indagatoria del señor Néstor Martínez ante el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín de 31 de marzo de 1992.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Comunicaciones de los representantes de las víctimas de 21 y 30 de septiembre de 2010.


� Declaración de la testigo señora Mariscela Valencia de Zapata ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos rendida el miércoles 6 de marzo de 2002.  Transcripción de la audiencia.  Transmitida al Estado en comunicación de la CIDH de 18 de julio de 2002.


� Documento suscrito por el Secretario de la Procuraduría Seccional de Honda (Tolima), a petición verbal del interesado y en las instalaciones del Batallón Patriotas Local, Oficina del Juzgado Penal Militar, Jorge Hernández Castaño, el 26 de agosto de 1986; Personería Municipal Líbano – Tolima, documento suscrito por el Personero Municipal Jorge Hernando Rangel Echeverry el 9 de enero de 1987. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Documento suscrito por el Secretario de la Procuraduría Seccional de Honda (Tolima), a petición verbal del interesado y en las instalaciones del Batallón Patriotas Local, Oficina del Juzgado Penal Militar, Jorge Hernández Castaño, el 26 de agosto de 1986; Personería Municipal Líbano – Tolima, documento suscrito por el Personero Municipal Jorge Hernando Rangel Echeverry el 9 de enero de 1987. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración del Doctor Marino Jaramillo Echeverri ante el Juzgado de Instrucción Criminal el 29 de junio de 1988.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009; Ampliación de declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal el 8 de junio de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radica bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración del Doctor Marino Jaramillo Echeverri ante el Juzgado de Instrucción Criminal el 29 de junio de 1988.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754); Declaración de Domingo Roncancio Jiménez ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales el 17 de junio de 1988. Anexas a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración del señor Domingo Roncancio Jiménez, concejal y comerciante ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales el 17 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de Juan Jairo Muñoz Cuervo ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de 23 de junio de 198[8], donde refiere a lo que le comentaran Juan Martín Valencia, empleado del restaurante “La Vasconia”, y la administradora del mismo.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009 y Ampliación de declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal el 8 de junio de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Recepción del Testimonio con reserva de identidad de acuerdo a los parámetros del Decreto 2790 de 1990, el 7 de marzo de 1992. Copia del expediente disciplinario radica bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Escrito de la Inspección Departamental de Policía firmado por Germán Granada Mora, Inspector y por Leonel Moncada García, Secretario Ad-Hoc.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Acta de Levantamiento de Cadáveres, marzo 23 de 1988, Inspección Departamental de la Policía “La Inquisición” Palestina (Caldas). Copia del expediente disciplinario radica bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Oficio Número 012 de la Inspección Departamental de Policía La Inquisición, Palestina Caldas, Marzo 23 de 1988, firmado por Germán Granada Mora, Inspector.


� Oficio Número 050 de 25 de marzo de 1988 de Oficina Medicina Legal Palestina-Caldas dirigido al Inspector Germán Granada Mora. ). Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Oficio Número 050 de 25 de marzo de 1988 de Oficina Medicina Legal Palestina-Caldas dirigido al Inspector Germán Granada Mora. ). Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Oficio Número 050 de 25 de marzo de 1988 de Oficina Medicina Legal Palestina-Caldas dirigido al Inspector Germán Granada Mora.). Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Oficio Número 013 de la inspección Departamental de Policía “La Inquisición” Palestina Caldas dirigido al Registrador Municipal del Estado Civil.


� Oficio Número 098 de la Registraduría Nacional de Estado Civil de 24 de marzo de 1988.


� Escrito de los peticionarios de 2 de julio de 1991, no contradicho por el Estado; Declaración de la señora Herminia Londoño Llanos, hermana de José Heriberto Ramírez Llanos ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas) de 4 de abril de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Escrito de los peticionarios de 2 de julio de 1991, no contradicho por el Estado, declaración de la testigo señora Mariscela Valencia de Zapata ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos rendida el miércoles 6 de marzo de 2002, declaración de la señora Herminia Londoño Llanos, hermana de José Heriberto Ramírez Llanos ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas) de 4 de abril de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Escrito firmado por Luz Edith Ramírez Atehortua, Juez Primero Promiscuo Municipal de 26 de marzo de 1988.


� Declaración de la señora Herminia Londoño Llanos, hermana de José Heriberto Ramírez Llanos ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina (Caldas) de 4 de abril de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Palestina – Caldas el 5 de abril de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Remisión de 15 de junio de 1988 lo actuado a la Procuraduría Regional de Manizales para que se sirva proveer, firmado por el Secretario de la Personería Municipal de Chinchiná , Hernando Duran Loaiza. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Oficio Penal Número 373 de 11 de abril de 1988 firmado por la Juez Carmelita de la Cruz Palacio Betancurt.


� Declaración del señor Ariel Marín Osorio ante el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal de 12 de abril de 1988. Copia del expediente disciplinario radica bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Ampliación de declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el Juzgado Sexto de Instrucción Criminal el 8 de junio de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Personería Municipal de Chinchiná (Caldas), 8 de junio de 1988, ratificación de la queja del señor Luís Alberto Cardona Mejía.


� Declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el despacho de la Personería Municipal de Chinchiná el 8 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009 y Declaración de la señora Herminia Londoño Llanos ante la Personería Municipal de Chinchiná de 8 de junio de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009. 


� Declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante el despacho de la Personería Municipal de Chinchiná el 8 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de la señora Herminia Londoño Llanos ante la Personería Municipal de Chinchiná de 8 de junio de 1988. Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Remisión de 15 de junio de 1988 lo actuado a la Procuraduría Regional de Manizales para que se sirva proveer, firmado por el Secretario de la Personería Municipal de Chinchiná , Hernando Duran Loiza. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de Fredy Zapata Valencia ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales de 15 de junio de 1988.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración del señor Domingo Roncancio Jiménez, concejal y comerciante ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales el 17 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de Juan Jairo Muñoz Cuervo ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de 23 de junio de 198[8].  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de Juan Martín Valencia Toro ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales de 28 de junio de 1988.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración del señor Marino Jaramillo Echeverry ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de 29 de junio de 1988. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración de la señora Mercedes García Arango ante el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal de Manizales el 5 de julio de 1988.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Foro de Personeros Caldenses, Comisión II- La Impunidad Chichiná, recibido el 4 de abril de 1990.  Anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999.


� Escrito dirigido a la Consejería Presidencial para la Defensa de Derechos Humanos de 12 de septiembre de 1990, firmada por Mariscela Valencia. Anexo al escrito de los peticionarios de 2 de julio de 1991.


� Oficio P.M./D.H. 19212 de 28 de agosto de 1991, firmada por Luis Guillermo Grillo Olarte, Director General de Asuntos Políticos Multilaterales. Copia del expediente disciplinario radica bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Constancia realizada por la responsable de indagación preliminar de Chinchiná, Caldas, a petición verbal de la señora Mariscela Valencia el 10 de abril de 1991.  Anexo al escrito de los peticionarios de 2 de julio de 1991.


� Declaración Juramentada de Juan Jairo Muñoz Cuervo, Manizales 14 de mayo de 1991, dirigido a María Consuelo del Río M, Coordinadora de Promoción Jurídica, Carrera 10, Nro. 24-76, Oficina 1101. Anexo al escrito de los peticionarios de 2 de julio de 1991.


� Juzgado de Instrucción de Orden Público, Medellín, 19 de febrero de 1992, copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009. Mediante dicha comunicación se haría referencia a declaraciones rendidas por la señora Mariscela Valencia de Zapata, el 26 de mayo de 1989, y por Abad Ramírez García con las que la CIDH no cuenta al momento de elaborar el presente informe (ver supra párr. 15).


� Declaración de la señora Mariscela Valencia de Zapata ante la Dirección Seccional de Orden Público, Unidad Investigativa del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Medellín de 5 de marzo de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009; Declaración de la testigo señora Mariscela Valencia de Zapata ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos rendida el miércoles 6 de marzo de 2002.  Transcripción  de la audiencia.  Transmitida al Estado en comunicación de la CIDH de 18 de julio de 2002.


� Declaración de la testigo señora Mariscela Valencia de Zapata ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos rendida el miércoles 6 de marzo de 2002.  Transcripción de la audiencia.  Transmitida al Estado en comunicación de la CIDH de 18 de julio de 2002.


� Declaración de Herminia Londoño Llanos ante la Dirección Seccional de Orden Público, Unidad Investigativa del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de Medellín de 6 de marzo de 1992.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� ARTICULO 22. Cuando las circunstancias lo aconsejen para seguridad de los testigos, se autorizará que estos coloquen su huella digital en la declaración en lugar de su firma; pero en estos casos es obligatoria la participación del Agente del Ministerio Público, quien certificará que dicha huella corresponde a la persona que declaró. Para el efecto se levantará un acta en la que se reseñe en forma completa la identidad del declarante y su huella dactilar, acta que se guardará en sobre cerrado y se remitirá a la Dirección Seccional de Orden Público con las seguridades del caso.


Igual podrá hacerse con los peritazgos o con cualquiera otra prueba en relación con la cual sea conveniente guardar la identidad de las personas que hayan participado en ella. En estos casos se omitirá la referencia a estas personas en el texto del acta del testimonio o peritazgo.


Sin perjuicio de la atribución conferida por la ley al Jefe del Departamento Administrativo de Seguridad, el Subdirector Nacional de Orden Público podrá tomar medidas especiales para proteger a los testigos cuando éstos lo soliciten, las cuales podrán llegar a consistir en la sustitución de los documentos de: registro civil y de identidad de la persona, así como en la provisión de los recursos económicos indispensables para que puedan cambiar de domicilio y ocupación tanto dentro del país como en el exterior.


� Recepción del Testimonio con reserva de identidad de acuerdo a los parámetros del Decreto 2790 de 1990, el 7 de marzo de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Recepción del Testimonio con reserva de identidad de acuerdo a los parámetros del Decreto 2790 de 1990, el 7 de marzo de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Recepción de testimonio con reserva de identidad de acuerdo a los parámetros del Decreto 2790 de 1990, de 9 de marzo de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Proceso 6252, Juzgado de Instrucción de Orden Público, Medellín, sábado 14 de marzo de 1992. Anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009; Acta de Visita Especial practicada al proceso nro. 6252 en la Jurisdicción de Orden Público y donde son occisos James Zapata Valencia y José Heriberto Ramírez Llano. Procuraduría Departamental, 20 de marzo de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Procuraduría Departamental, Medellín, marzo 20 de 1992, Informe Evaluativo Nro. 15 dirigido al Dr. Iván Velázquez Gómez, Procurador Departamental y, firmado por Laura Nelly Tobón Duque, Abogada Asesora. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009


� Declaración de Néstor Martínez ante el Juzgado de Orden Público de Medellín de 30 de marzo de 1992. Declaración de Oscar Gutiérrez Giraldo de 30 de marzo de 1992.  Anexo al escrito de los peticionarios de 25 de marzo de 2009 y Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Ampliación de la Indagatoria del señor Néstor Martínez ante el Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín de 31 de marzo de 1992.  Anexo al escrito de los peticionarios de 25 de marzo de 2009 y copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Declaración indagatoria a Jorge Enrique García ante el Juzgado de Orden Público de Medellín el 1 de abril de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754). Anexo al escrito de los peticionarios de 25 de marzo de 2009 y  anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, 3 de abril de 1992, Radicado 6252. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Juzgado de Instrucción de Orden Público de Medellín, 3 de abril de 1992, Radicado 6252. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Juzgado de Instrucción de Orden Público, Medellín, 30 de abril de 1992, radicado 6252. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Procuraduría Delegada de la Policía Judicial y Administrativa, Santa Fé de Bogotá D.C. de junio 8 de 1992, firmado por Jaime Camacho Florez, Procurador Delegado para la Policía Judicial y Administrativa.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Procuraduría Departamental, Medellín junio 25 de 1992, Informe Evaluativo No. 049, firmado por Laura Nelly Tobon Duque, Abogada Asesora.  Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Policía Administrativa, Santa Fé de Bogotá, septiembre 4 de 1992. Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754).  Anexo al escrito de los peticionarios de 25 de marzo de 2009 y anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.


� Procuraduría Delegada para la Policía Judicial y Policía Administrativa, Santa Fé de Bogotá, D.C., 9 de agosto de 1993, firmado por Guillermo Villa Alzate, Procurador Delegado. Anexo al escrito de los peticionarios de 25 de marzo de 2009 y Copia del expediente disciplinario radicado bajo el No. AD-015-133079 (121754), anexo a la comunicación del Estado de 3 de diciembre de 2009.  Ver también anexo al escrito de los peticionarios de 23 de abril de 1999.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Expediente número 9382, 14 de abril de 1994, Consejero Ponente Doctor Julio César Uribe Acosta. Anexo al escrito del Estado de 15 de agosto de 1997.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Expediente número 9382, 14 de abril de 1994, Consejero Ponente Doctor Julio César Uribe Acosta. Anexo al escrito del Estado de 15 de agosto de 1997.


� Notificación Personal, Fiscalía General de la Nación, Comisorio: 1052 – Fiscalía Especializada UNDH y DIH, Radicado No. 167 de 22 de septiembre de 2008. Anexo al escrito de los peticionarios de 25 de marzo de 2009.


� Informado por el Estado en escrito de 30 de noviembre de 2009.


� CIDH. Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia, OEA/Ser.L/V/II.84, Doc. 39 rev.14 octubre 1993, Capítulo V: Derecho a la Libertad Personal, B. Denuncias relativas a este derecho, párr.1.


� CIDH. Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia, OEA/Ser.L/V/II.84, Doc. 39 rev.14 octubre 1993, Capítulo V: Derecho a la Libertad Personal, B. Denuncias relativas a este derecho, párr.3. 


� Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 141. 


� Ibidem, 139.


� De acuerdo con la doctrina reiterada de la Comisión, una detención arbitraria se configura con base en tres supuestos: 1) cuando la detención es practicada al margen de los motivos que válidamente estipula la ley (detención extra-legal); 2) cuando se ha ejecutado sin observar las normas exigidas por la ley, y 3) cuando se ha incurrido en desviación de las facultades de detención, es decir cuando se practica para fines distintos a los previstos y requeridos por la ley (detención para fines impropios). CIDH, Informe 1/96  Caso 10.559 (Perú), publicado en el Informe Anual de la CIDH del año 1995, pág. 161.


� Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párrs.152 y 153; Caso Bulacio Vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 111; Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 110; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144, citado en Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, Sentencia del 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 153.


� Ver: CIDH. Segundo Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia, OEA/Ser.L/V/II.84, Doc. 39 rev.14 octubre 1993.


� Doc. E/CN.4/1989/18/Add.1, 6 de febrero de 1989, párr. 127.
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� Corte IDH. Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 219; Corte I.D.H., Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 144; Caso Baldeón García Vs. Perú. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, párr. 97; y Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 83.


� Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213, párr. 117; Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 145.  
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� Íbidem.
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� Corte IDH. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 166;. Caso Gómez Palomino Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 85; y Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 160.
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� “Por medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización de perjuicio a las víctimas de violaciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos internacionales de derechos humanos”.
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